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Poema  

 

El Sello del Jurista 

No es solo un logo en papel timbrado, ni el frío mármol de un despacho austero,  

es el rastro que dejas, abogado, en el camino incierto del guerrero. 

Tu marca es la voz que, a la cliente calma, la ética invicta frente a la ambición,  

es ponerle al código un poco de alma y a la fría norma, una dirección. 

 

La Identidad como Baluarte 

Tu Nombre: Un activo que el tiempo cincela, 

Tu Firma: El pacto que otorga confianza, 

Tu Estilo: La vela que guía la estela donde la justicia busca su balanza. 

No comuniques leyes, comunica respuestas, que el mundo no busca párrafos  

sombríos; quien gana su marca mantiene las puertas abiertas al puerto en  

medio de los ríos. 

 

El Legado Digital y Humano 

Que tu huella sea limpia, clara y coherente, en la red, en el foro,  

en la charla casual;  

que el juez y el colega miren de frente a un profesional  

con sello auténtico y real. 

Porque al final del pleito y de la audiencia, cuando el silencio  

inunde la ciudad,  

no queda el artículo, queda tu esencia: Tu nombre es tu marca,  

tu ley es tu verdad. 
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EXORDIO 

 

Para la Dirección General del Sistema de Investigación del Centro Universitario de Occidente 

(DICUNOC), es un gusto introducir a los lectores en este trabajo realizado por Estudiantes de la 

carrera de Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario del Centro Universitario de Occidente.  

Donde se aborda la problemática “Comunicación en Crisis en Instituciones Legales” (Caso de 

Escándalos Éticos o Corrupción en el Poder Judicial) 

   

Algo que resulta de interés para la historia del Centro Universitario de Occidente en general y la 

carrera de Ciencias Jurídicas y Sociales en particular, es el involucramiento, gestión y esfuerzos 

que se tiene con los estudiantes con el abordaje de problemáticas, pero sobre todo que ellos hagan 

parte de sus estudios la investigación, la cual se hace necesaria para apoyar a la sociedad que 

tanto lo necesita. 

  

Por nuestra parte felicitamos a los autores del trabajo, así como, a todos los que colaboraron en el 

mismo, porque dejan evidencia histórica de hechos y conocimientos, relevantes para el campo 

legal, algo sumamente importante para mantener un buen procesamiento de problemáticas sociales. 

  

No cabe duda, que este trabajo será de interés para los estudiosos de la problemática, jurídica, social 

y cultural y quienes se sirven de ella para mantener o recuperar soluciones para quienes deseen 

simplemente aumentar su acervo cultural. 

 

No queda más que exhortar a los autores, a que sigan desarrollándose en el ámbito de la 

investigación, para consolidar sus conocimientos y ejercer eficazmente la profesión, desarrollar 

también su formación académica y lo más importante, con este tipo de producción, seguir 

engrandeciendo al Centro Universitario de Occidente, así como, a nuestra Alma Mater, la 

Universidad de San Carlos de Guatemala y por supuesto servir al pueblo de Guatemala en general.  

 

Rosa Martínez 

DICUNOC  
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RESUMEN 

 

La comunicación de crisis en el Organismo Judicial (OJ) de Guatemala representa uno de los retos 

más complejos de la administración pública. Cuando estallan escándalos de corrupción o faltas 

éticas, la institución no solo enfrenta una batalla legal, sino una crisis de legitimidad ante una 

sociedad históricamente escéptica. 

 

El Origen de la Crisis: El "Shock" Ético 

 

En Guatemala, las crisis suelen detonarse por investigaciones de alto impacto (como los casos 

presentados en su momento por la CICIG y el MP, o tramas como "Comisiones Paralelas"). El 

problema no es solo el delito, sino la percepción de cooptación: 

 

a) Pérdida de Confianza: La justicia se percibe como un bien transable y no como un derecho. 

b) Cuestionamiento de la Independencia: Se duda de si el juez actúa por ley o por 

compromisos externos. 

 

Errores Comunes en la Comunicación Legal 

 

Las instituciones legales guatemaltecas suelen caer en vicios comunicacionales que agravan la 

crisis: 

 

a) El "Silencio Administrativo": Confundir la reserva del sumario con el silencio institucional. 

Mientras el OJ calla "por proceso", las redes sociales y la prensa llenan ese vacío con 

narrativas negativas. 

b) Lenguaje Excesivamente Técnico: El uso de tecnicismos jurídicos que el ciudadano 

promedio no entiende, lo que se percibe como una táctica para ocultar la verdad. 

c) Reactividad: La institución suele reaccionar cuando el daño a la reputación ya es 

irreversible, en lugar de tener protocolos de detección temprana. 
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Elementos Clave del Problema 

 

Dimensión Descripción del Conflicto 

Legal vs. Reputacional 
Lo que es legalmente defendible puede ser moralmente 

indefendible ante la opinión pública. 

Transparencia 
La resistencia a publicar agendas o procesos de 

selección de magistrados alimenta la sospecha. 

Presión Externa 

El impacto de la comunidad internacional y las 

sanciones (como la "Lista Engel") que obligan a una 

respuesta comunicativa inmediata. 

 

Estrategias de Mitigación (El Deber Ser) 

 

Para gestionar una crisis de corrupción, la comunicación debe transformarse de una oficina de 

prensa a una unidad de gestión estratégica: 

 

a) Vocería Única y Técnica: Designar a alguien que pueda traducir lo legal a lo humano sin 

perder rigor. 

b) Admitir y Actuar: Si hay una manzana podrida, la institución debe ser la primera en 

comunicar las medidas correctivas (suspensiones, auditorías internas). 

c) Humanización de la Justicia: Mostrar los procesos de integridad para demostrar que el 

sistema es más grande que el escándalo individual. 

 

En el contexto guatemalteco, la comunicación de crisis suele fallar porque se intenta proteger a la 

persona (el funcionario señalado) en lugar de proteger a la institución (la majestad de la justicia). 

 

La comunicación en crisis para el sector justicia en Guatemala no se trata de maquillar la realidad, 

sino de gestionar la transparencia radical. Sin una narrativa clara que explique cómo se está 

combatiendo la corrupción interna, cualquier fallo judicial por apegado a derecho que esté será 

visto bajo la sospecha de la impunidad. 
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Introducción 

 

La comunicación en crisis dentro de las instituciones legales de Guatemala no es solo un reto de 

relaciones públicas; es un desafío de supervivencia institucional. En un país donde el Poder Judicial 

ha enfrentado señalamientos sistemáticos de cooptación y corrupción, la forma en que se comunica 

la justicia define su propia validez ante la ciudadanía. 

 

El Contexto: Un Terreno de Desconfianza Histórica 

 

En Guatemala, la crisis de comunicación en el sector justicia se desarrolla en un entorno de alta 

polarización y escepticismo. El Poder Judicial no solo debe luchar contra el delito en los tribunales, 

sino contra la narrativa de la "impunidad estructural". Cuando surge un escándalo ético —ya sea 

por tráfico de influencias en la elección de cortes o sobornos en casos de alto impacto— la 

institución suele quedar paralizada entre el rigor legal (que exige reserva) y la demanda social (que 

exige transparencia). 

 

El Dilema del Mensaje 

 

El problema central radica en que la comunicación legal tradicional es críptica, lenta y defensiva. 

Mientras las redes sociales y los medios de comunicación generan juicios de valor en tiempo real, 

el Organismo Judicial (OJ) suele responder con comunicados técnicos que no conectan con la 

indignación ciudadana, dejando un vacío informativo que es llenado por la especulación. 

 

Factores Críticos del Problema 

 

El Choque de Tiempos 

 

a) Tiempo Judicial: Lento, basado en plazos procesales y pruebas. 

b) Tiempo de Crisis: Inmediato, impulsado por el ciclo de noticias de 24 horas y el sentimiento 

público. 
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c) El problema: La institución pierde la batalla por la opinión pública antes de que el primer 

memorial sea presentado. 

 

La Opacidad como Escudo 

 

Existe una tendencia a utilizar la "reserva del caso" como una excusa para no dar declaraciones. En 

casos de corrupción judicial, esto se interpreta como complicidad o encubrimiento, lo que erosiona 

la autoridad moral de los jueces y magistrados. 

 

Falta de una Cultura de Vocería 

 

A diferencia de otras democracias, en Guatemala los magistrados y jueces a menudo carecen de 

formación en comunicación de crisis. Esto provoca: 

 

a) Contradicciones entre voceros. 

b) Declaraciones reactivas que generan nuevos focos de crisis. 

c) Incapacidad para separar la responsabilidad individual de la integridad institucional. 

 

El Impacto de la Corrupción en la Narrativa 

 

Cuando el escándalo involucra directamente a la cúpula del poder judicial (como el caso de las 

"Comisiones Paralelas"), la comunicación de crisis se vuelve casi imposible si no hay acciones 

concretas de depuración. La comunicación no puede sustituir a la ética; si la institución no 

demuestra que está "limpiando la casa", cualquier mensaje será percibido como propaganda. 

 

Tesis de Abordaje 

 

Para que las instituciones legales en Guatemala superen este problema, deben transitar de una 

comunicación informativa (qué pasó) a una comunicación de integridad (qué estamos haciendo 

para que no vuelva a pasar). La crisis no es el escándalo de corrupción en sí, sino la incapacidad 

de la institución para demostrar que sus mecanismos de control interno son más fuertes que la falta 

ética de sus integrantes. 
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CAPÍTULO I 

Marco Conceptual 

 

 

 Antecedentes de la investigación 

1.1.1 Internacionales 

1.1.1.1 Ongoing Crisis Communication 

 

La investigación realizada por (Coombs, 2019). Analiza la comunicación de crisis en instituciones 

públicas de distintos contextos internacionales frente a escándalos de corrupción que afectan su 

legitimidad, con especial referencia a organismos del sector justicia. El autor concluye que la 

ausencia de estrategias comunicacionales preventivas genera respuestas reactivas que profundizan 

la desconfianza ciudadana y deterioran la credibilidad institucional.  

 

Asimismo, sostiene que una comunicación basada en la transparencia, la ética pública y la 

responsabilidad institucional es determinante para preservar la legitimidad del sistema judicial. 

Aunque el presente estudio se circunscribe al departamento de Quetzaltenango, este antecedente 

internacional resulta pertinente al aportar un marco teórico comparativo que permite comprender 

el fenómeno de la comunicación de crisis judicial desde una perspectiva global aplicable al 

contexto guatemalteco. 

 

1.1.1.2 Crisis Communication in Historical Legal Contexts 

 

Esta investigación internacional, titulada "Crisis Communication in Historical Legal Contexts", 

explora la evolución y relevancia contemporánea de la comunicación de crisis dentro de los marcos 

jurídicos. El estudio aborda una problemática estructural: la colisión entre la gestión de la 

reputación institucional y la responsabilidad legal. A diferencia de las crisis corporativas estándar, 

las instituciones legales operan bajo restricciones de confidencialidad y tiempos procesales que a 

menudo chocan con la demanda social de transparencia inmediata. La investigación sirve para 
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analizar cómo el equilibrio entre la discreción legal y las expectativas del público se ha 

transformado drásticamente con la llegada de las nuevas tecnologías de la información. (Aisha, 

2025) 

 

El valor principal de este trabajo reside en su capacidad para proporcionar un marco conceptual 

que permita a las instituciones del sector legal (ministerios, cortes y firmas de abogados) navegar 

crisis sin comprometer la integridad de sus procesos. A través de un análisis histórico y teórico, la 

investigación demuestra que el uso de un lenguaje técnico-legal aislado ya no es suficiente para 

contener el daño reputacional en la era digital.  

 

Por el contrario, propone estrategias de comunicación que integran la defensa jurídica con la 

gestión de la percepción pública, permitiendo que la institución mantenga su credibilidad ante la 

ciudadanía mientras se resuelven los aspectos legales de fondo. En definitiva, la investigación sirve 

como una guía esencial para entender que, en el ámbito legal, la "victoria" en un juicio puede 

resultar en una "derrota" institucional si no se gestiona adecuadamente la narrativa de crisis a nivel 

internacional. 

 

1.1.2 Nacionales 

 

1.1.2.1 (TUM, 2013) LAS INFLUENCIAS DETERMINANTES DE LOS PODERES OCULTOS 

EN EL ORGANISMO JUDICIAL DE LA CIUDAD DE GUATEMALA QUE PERPETÚA LA 

IMPUNIDAD, DESDE UNA PERSPECTIVA SOCIOLÓGICA 

 

Esta investigación es de interés porque narra cómo en esta sociedad casi nadie tiene temor a las 

normas o al derecho penal, porque históricamente se ha venido fomentando una cultura de 

impunidad, los delitos cometidos generalmente casi no han tenido castigo.  

 

Castresana, ex jefe de la CICIG, hace un retrato muy interesante y comprensible de la realidad 

guatemalteca, “según él, las colonias británicas de Norteamérica fundaron un estado de Derecho 
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fuerte, pero las colonias españolas y portuguesas en América Latina no fueron tan afortunadas. Esa 

diferencia se debió en gran medida a la riqueza. Las colonias británicas  en el norte eran pobres 

producían papas, maíz, algodón.  

 

Luego de la Independencia crearon un Estado de Derecho basado en el Contrato Social. Los 

estadounidenses se aseguraron de que el poder absoluto no volviera. Y, como dijo Montesquieu, el 

poder tiene que ser democrático: el poder tiene que frenar el poder, y por ello dividieron los 

poderes.  

 

En cambio, nuestras colonias gobernadas por españoles y portugueses eran ricas porque contaban 

con metales preciosas que no eran enviados en su totalidad a la Corona. [¿Acaso esto no es mafia?] 

Los criollos se convirtieron en una minoría poderosa, que luego de la independencia no les interesó 

fortalecer un estado de Derecho porque deseaban perpetuar sus privilegios que nada tenía que ver 

con el principio de igualdad. 

 

1.1.2.2 La comunicación de crisis y su incidencia en la imagen institucional del sector 

justicia ante casos de corrupción de alto impacto en Guatemala 

 

La investigación de (Martinez, 2018) titulada analiza cómo el Ministerio Público y el Organismo 

Judicial enfrentaron escándalos éticos de gran escala en el contexto centroamericano. El estudio 

concluye que estas instituciones legales carecen de planes estratégicos de comunicación para 

gestionar crisis derivadas de la corrupción, limitándose a respuestas reactivas que no logran mitigar 

el daño a la confianza ciudadana.  

 

Este antecedente regional es fundamental, ya que demuestra que la debilidad en la comunicación 

institucional ante la corrupción judicial no solo afecta la reputación de los entes legales, sino que 

profundiza la crisis de legitimidad del sistema de justicia en toda la región, subrayando la urgencia 

de protocolos de transparencia y ética pública para manejar escándalos que involucran a altos 

funcionarios. 
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1.1.2.3 BARRERA, C. R. G. PROCESO DE LA COMUNICACIÓN JURÍDICA 

DENTRO DEL DEBATE ORAL Y PÚBLICO EN GUATEMALA 

 

La presencia de una audiencia pública hace que los jueces y otros actores sean conscientes de que 

sus decisiones son observadas, lo que fomenta una mayor responsabilidad y refuerza la percepción 

de imparcialidad y justicia. Para este informe se plantearon los siguientes objetivos: como general, 

establecer jurídica y doctrinariamente que el proceso de comunicación que se establece en el debate 

oral y público en Guatemala cumpla de manera real y en la medida de lo posible con los principios 

que preceptúa nuestra Constitución Política de la República de Guatemala.  

 

Y, como específicos: determinar qué elementos intervienen dentro del proceso de comunicación en 

el debate oral y público. Introducir una nueva idea en el campo doctrinario sobre la necesidad de 

la comunicaron jurídica en el debate. 

 

Cabe mencionar la observación como un procedimiento de recogida de informaciones, además de 

un método, es un proceso riguroso de investigación, que nos permitió describir situaciones y 

contrastar hipótesis, siendo por tanto un método científico. Las técnicas utilizadas fueron la 

documental, y las fichas bibliográficas, con las cuales se recolecto información suficiente y de 

actualidad.  

 

Esta tesis está integrada por cuatro capítulos los cuales se detallan a continuación en el primero, se 

trata lo relacionado los antecedentes de la comunicación y sus distintos elementos, el segundo se 

refiere a el modelo de comunicación teórica que describe cómo se lleva a cabo el proceso de 

comunicación entre dos o más partes en el tercero se desarrolla la temática del debate oral y público 

que es un proceso judicial caracterizado por la expresión verbal de argumentos y la presentación 

de pruebas ante un tribunal; el cuarto capítulo contiene el tema que es objeto de estudio, el proceso 

de la comunicación jurídica dentro del debate oral y público en Guatemala donde se genera, cómo 

se produce y fluye. Se espera por medio de esta tesis, mejorar la práctica de la comunicación 

jurídica en Guatemala para garantizar la imparcialidad, legitimidad y eficacia de las decisiones 
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judiciales como lo manifestamos en este informe, para que puedan utilizarse en las diferentes 

instituciones guatemaltecas. 

 

1.2 Justificación de la Investigación  

 

La presente investigación, impulsada por el Centro Universitario de Occidente, aborda la compleja 

relación entre la gestión comunicacional de las instituciones legales y el impacto social de los 

escándalos éticos en el Poder Judicial. En un contexto donde la transparencia es un pilar 

democrático, resulta fundamental analizar cómo el manejo de la información pública influye en la 

percepción de la justicia.  

 

El estudio examina los mecanismos de respuesta institucional ante señalamientos de corrupción, 

evaluando si las estrategias utilizadas cumplen con los estándares de rendición de cuentas. De esta 

manera, se busca desglosar la estructura de los mensajes oficiales y su capacidad para mitigar o 

profundizar las crisis de credibilidad. 

 

La urgencia de este análisis se deriva del debilitamiento constante del Estado de Derecho, 

provocado por la opacidad en el manejo de crisis institucionales que involucran faltas a la ética. 

Cuando el Poder Judicial enfrenta cuestionamientos sobre su integridad, la ausencia de una 

comunicación efectiva suele interpretarse como un intento de proteger intereses particulares, lo que 

erosiona el tejido social.  

 

Investigar este fenómeno permite identificar las falencias técnicas en las oficinas de prensa y la 

falta de protocolos estandarizados para abordar la corrupción. Por ello, este trabajo se fundamenta 

en la necesidad de documentar el daño que la comunicación reactiva y el hermetismo causan a la 

estabilidad institucional. 

 

El desarrollo de este estudio pretende sentar las bases para una transformación en la política 

informativa de los órganos de justicia, orientándola hacia la veracidad y la transparencia absoluta. 
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Al generar un diagnóstico claro sobre la comunicación en tiempos de crisis, se proporcionan 

herramientas teóricas que facilitan la implementación de modelos de gestión ética. El conocimiento 

producido busca que la administración de justicia adopte una postura proactiva que priorice el 

derecho ciudadano a la información veraz sobre los actos de sus funcionarios. Así, se aspira a que 

los resultados sirvan de guía para modernizar los procesos de auditoría social y fortalecer la 

responsabilidad pública de los magistrados y jueces. 

 

Finalmente, esta investigación representa un aporte significativo para la academia y la sociedad 

civil, al vincular el derecho a la información con el ejercicio ético de la función jurisdiccional. 

Desde el CUNOC, se asume la responsabilidad de proponer soluciones a los problemas 

estructurales que impiden el pleno desarrollo de una justicia transparente y confiable. Los hallazgos 

no solo enriquecerán el debate jurídico y comunicacional en la universidad, sino que también 

funcionarán como un punto de partida para futuras reformas administrativas. En última instancia, 

este esfuerzo académico busca contribuir a la restauración de la confianza ciudadana, asegurando 

que la integridad sea el eje central de toda comunicación institucional 

 

1.3 Planteamiento del Problema  

 

En el municipio de Quetzaltenango, las instituciones que integran el sector justicia enfrentan un 

escenario crítico caracterizado por una profunda desconfianza ciudadana, derivada de la 

recurrencia de escándalos éticos y actos de corrupción en el Poder Judicial.  

 

El problema central radica en que, ante estas situaciones de vulnerabilidad, las oficinas de 

comunicación social carecen de protocolos efectivos para el manejo de crisis, limitándose a 

respuestas reactivas, herméticas o meramente burocráticas. Esta deficiencia informativa impide 

que la población reciba explicaciones claras sobre las irregularidades detectadas, lo que transforma 

un incidente ético en una crisis de legitimidad permanente que afecta la credibilidad del sistema 

legal a nivel regional. 
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Esta problemática se agrava por la ausencia de una cultura de rendición de cuentas que priorice la 

veracidad y la prontitud en la difusión de información oficial ante la sociedad quetzalteca. En lugar 

de establecer canales de diálogo abiertos, las instituciones legales suelen recurrir al silencio 

administrativo o a lenguajes evasivos que dificultan la comprensión de los procesos de justicia. La 

falta de una estrategia de comunicación de crisis profesional y ética no solo daña la imagen 

institucional, sino que también fomenta la especulación y la desinformación en la opinión pública 

local.  

 

Por lo tanto, el problema reside en la incapacidad estructural de comunicar con integridad, surge la 

necesidad de estudiar cómo gestionan las instituciones legales la comunicación en escenarios de 

crisis y cuáles son las principales debilidades que muestran en sus procesos informativos. La 

ausencia de pautas claras y de una comunicación centrada en la transparencia restringe la capacidad 

de las instituciones para responder de manera eficaz a las demandas informativas de la ciudadanía. 

La inadecuada gestión de la comunicación de crisis por parte de las entidades legales, que impacta 

la confianza pública y socava la legitimidad del sistema judicial. 

 

1.3.1 Pregunta 

 

¿Cuáles son las características y patrones de la comunicación de crisis empleados por las 

instituciones legales de Quetzaltenango ante escándalos éticos y casos de corrupción, y qué 

categorías de respuesta institucional se identifican a través de la documentación oficial y 

mediática? 
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CAPÍTULO II 

Marco Contextual 
 

La comunicación de crisis en instituciones legales es un factor clave para mantener la confianza 

ciudadana en el sistema de justicia, especialmente cuando se presentan escándalos éticos o casos 

de corrupción dentro del poder judicial. En Guatemala, estos acontecimientos han generado una 

percepción social negativa hacia las instituciones judiciales, lo que impacta directamente en la 

legitimidad del Estado de derecho, por lo que para su estudio es necesario entender el contexto, 

con la compresión de algunos temas, casos reales y problemáticas reales actuales. 

 

2.1 El Poder Judicial en el Estado de Guatemala 

 

La investigación se sitúa en el contexto del Estado de Guatemala, el cual se organiza en las ramas 

Ejecutiva, Legislativa y Judicial. Al Poder Judicial le corresponde, con exclusividad, la autoridad 

para impartir justicia a través de la Corte Suprema de Justicia y los tribunales establecidos. 

Históricamente, tras la independencia de 1821, la separación de poderes sentó las bases de la 

independencia, objetividad e imparcialidad en el ejercicio de la función pública en el país. 

(Organismo Judicial. (s.f.)., 2023) 

 

Este organismo no es solo una entidad administrativa, sino un actor político crucial para el 

equilibrio de poderes. Su autonomía asegura que jueces y magistrados tomen decisiones basadas 

únicamente en el marco jurídico, garantizando el debido proceso y la protección de los derechos 

fundamentales. En el entorno de Quetzaltenango, esta función se materializa en los tribunales 

locales, donde los futuros abogados de la sección "F" observan la aplicación real de estas garantías. 

 

2.1.2 Ética Institucional y Cultura en el Sistema de Justicia 

 

El contexto ético de la investigación define la ética como la rama filosófica que orienta las acciones 

hacia el bienestar colectivo, distinguiendo lo correcto de lo incorrecto. En el ámbito del Organismo 



22 

 

Judicial de Guatemala, esta ética se refleja en códigos de conducta que buscan proteger los activos 

de la entidad y fortalecer la confianza ciudadana. (Gobernación Departamental de Guatemala, 

2024) 

 

Los códigos de ética vigentes en Guatemala van más allá de lo normativo; son la esencia de la 

cultura corporativa. Para los estudiantes del CUNOC, entender que la ética es la base de las 

relaciones de confianza resulta vital, especialmente cuando la institución enfrenta crisis de 

comunicación. La transparencia y el compromiso con el bien común son los estándares contra los 

cuales los alumnos de la sección "F" contrastan la realidad de los escándalos éticos actuales. 

 

2.1.3 Contexto Histórico Geográfico: Quetzaltenango  

 

La ciudad de Quetzaltenango, conocida también como Xela, es una de las ciudades más importantes 

del occidente de Guatemala. Su historia abarca desde asentamientos prehispánicos, pasando por la 

época colonial y republicana, hasta convertirse en un centro económico, educativo y cultural de 

relevancia nacional. (Martínez, 2018) 

 

a) Época Prehispánica 

 

Durante la época prehispánica, Quetzaltenango fue una ciudad de la población Mam, y se llamaba 

Xelajú, pero hasta el tiempo que llegó los españoles se convirtió en una parte del reino K´che´ de 

Q´umakaj. Se dicen que la ciudad ya tuvo 300 años cuando los españoles llegaron. A la llegada de 

los españoles, la población K´iche´ ofreció resistencia y también otros grupos indígenas 

participaron en luchas contra los españoles. Según la noción común, el principe K´iche´, Tecún 

Umán, falleció durante la batalla de El Pinar, y por este momento y tras una derrotada que se llama 

Batalla del Volcán, los españoles conquistaron el pueblo en el 15 de mayo de 1529.  

 

Antes de la llegada de los conquistadores españoles, el altiplano guatemalteco estaba habitado por 

diversos grupos indígenas. Entre ellos, el pueblo mam fue uno de los principales habitantes de la 
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zona donde se asienta actualmente Xela. Este asentamiento ya mostraba organización social y 

complejidad cultural muchos siglos antes de 1524. 

 

Con el paso del tiempo, la región fue incorporada al reino k’iche’, cuya capital estaba en 

Q’umarkaj, uno de los centros más poderosos del altiplano. Esto implicó relaciones políticas y 

sociales entre los pueblos mam y k’iche’ previas a la llegada de los españoles. (Méndez Bauer, 

2015) 

 

b) La Conquista Española 

 

La escena cambió radicalmente en el año 1524 con la llegada de Pedro de Alvarado y sus fuerzas 

conquistadoras. Las poblaciones indígenas del altiplano, incluyendo a los k’iche’ y mam, 

ofrecieron resistencia a los invasores europeos. Entre los hechos más recordados de este periodo 

está la muerte del príncipe k’iche’ Tecún Umán, considerada una figura simbólica de la resistencia 

indígena. 

 

Tras la derrota de las fuerzas indígenas, la ciudad fue sometida al dominio colonial español. 

Durante la colonia, el antiguo asentamiento de Xelajú fue organizado bajo estructuras 

administrativas y eclesiásticas europeas, integrándose al Reino de Guatemala dentro del imperio 

español. 

 

c) Independencia y el Estado de Los Altos 

 

Con la consumación de la independencia de Centroamérica en 1821, la realidad política de la región 

occidental empezó a cambiar. La ciudad de Quetzaltenango adquirió un papel protagónico en el 

contexto político debido a su importancia económica y estratégica. Después del asesinato de Tecún 

Umán por Pedro Alvarado, él renombró la ciudad a Quetzaltenango, pero no fue hasta 1825, cuando 

los diputados solicitaron a la asamblea constitucional, que se hizo el nombre oficial. 
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Años después de la independencia de España en 1824 se creó un país de América Central, que fue 

formado como el Sexto Estado de las Provincias Unidas. Junto con los departamentos de Quiché, 

Retalhuleu, Sololá, Totonicapán, Suchitepéquez y Huehuetenango se formó el Estado de Los Altos 

en 1838. Su separación de Guatemala fue un resultado de mucho debate con la ciudad de 

Guatemala.  

 

En el 25 de enero 1840 el General Agustín Guzmán, el jefe de las Tropas Altenses, fue derrotado 

por la expedición militar al mando Rafael Carrera. Él puso en la cárcel a todos los miembros del 

gobierno. En el 15 de agosto de 1848, luego de la renuncia de Rafael Carrera, se hizo otra el Estado 

de Los Altos. Pero, en el 29 de enero de 1849, Mariano Paredes, el entonces presidente, firmó un 

convenio donde se da por terminada la separación. 

 

En 1838 se proclamó el Estado de Los Altos, conformado por varios departamentos del occidente, 

con Quetzaltenango como su capital. Esta entidad buscaba mayor autonomía frente al gobierno 

central de Guatemala, pero el proyecto fue efímero: en 1840 fue disuelto ante las fuerzas lideradas 

por Rafael Carrera. Aunque se intentó restablecer en 1848, en 1849 el occidente quedó 

definitivamente bajo la administración del Estado de Guatemala. (Méndez Bauer, 2015) 

 

d) Desarrollo en los siglos XIX y XX 

 

Durante el siglo XIX, el auge del cultivo del café transformó la economía regional. La ciudad de 

Quetzaltenango se benefició de este desarrollo, consolidándose como un centro comercial y urbano 

clave. 

 

Sin embargo, también enfrentó adversidades naturales. En 1902, la erupción del volcán Santa María 

causó daños significativos en la infraestructura y alteró la vida de la población. A pesar de esto, la 

ciudad se recuperó y continuó su proceso de modernización. 

 

En el siglo XX se completó la modernización urbana y cultural: se construyeron edificios 

emblemáticos alrededor del parque central, se desarrollaron servicios públicos y se conectó la 
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región con otras partes del país mediante infraestructura como el ferrocarril eléctrico hacia la Costa 

Sur. (Martínez, 2018) 

 

e) La Quetzaltenango Actual 

 

Hoy Quetzaltenango es una ciudad de gran dinamismo. Se caracteriza por su diversidad cultural 

con presencia fuerte de pueblos indígenas como los mam y k’iche’  y por su importancia económica, 

educativa y comercial en Guatemala. La ciudad conserva su identidad histórica, integrando 

tradiciones ancestrales con la vida urbana contemporánea.  

 

2.1.4 Contexto en Crisis de Comunicación: Quetzaltenango  

 

El municipio quetzalteco vive momentos difíciles y cuesta arriba. Salió de un letargo de más de 12 

años de comodidad y corrupción que favoreció económicamente a determinados personajes, que 

todos esperan sean puestos a disposición de la persecución penal, mediante el trabajo investigativo 

de la mancuerna Cicig y MP que ya está trabajando en ese territorio.  

 

Ahora con una nueva gestión que llegó con 2 o 3 personajes de experiencia y, la mayoría 

aprendiendo y equivocándose, con un alcalde Municipal que no encuentra la ruta para solucionar 

los problemas; además de una deuda millonaria que tendrá que ver qué hace para amortiguarla o 

pagarla, muestran un cuadro oscuro para la segunda ciudad de Guatemala. 

 

El equipo que gobierna el municipio sabe que la situación es crítica, no hay solución para problemas 

grandes, menos para los de menor envergadura, como una medida de hecho de los vecinos del Valle 

de Palajunoj que no dejan pasar camiones con bolsas de basura al relleno municipal. Las acciones 

llevan ciertos intereses, probablemente sean colectivos, porque se trata de más de 6 comunidades 

que viven en las faldas del volcán Santa María y siempre han estado unidas, que en ocasiones le 

han dado el triunfo político a alcaldes que han dejado mal recuerdo. (Castillo, 2016) 
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El municipio de Quetzaltenango, reconocido como el epicentro administrativo y judicial del 

occidente de Guatemala, concentra las sedes regionales más importantes del sector justicia, 

incluyendo el Complejo Regional del Organismo Judicial y diversas fiscalías del Ministerio 

Público. Históricamente, la ciudad ha sido un referente donde la gestión de estas instituciones 

impacta directamente en la estabilidad social de la región.  

 

Sin embargo, este sistema enfrenta actualmente una crisis de confianza ciudadana debido a la 

persistencia de escándalos éticos y redes de corrupción. Según el Observatorio de Corrupción e 

Impunidad en Quetzaltenango (Instituto de Ciencias Comparadas en Penales de Guatemala 

(ICCPG), 2024), solo un 0.44 por ciento de los ciudadanos encuestados percibe una disposición 

real de las autoridades para luchar contra la corrupción, mientras que más del 63 por ciento expresa 

una percepción negativa sobre la integridad del sistema. Esta realidad nacional evidencia que la 

falta de protocolos de comunicación efectivos y transparentes no solo alimenta la percepción de 

impunidad, sino que debilita profundamente el Estado de Derecho en el ámbito municipal.  

 

2.1.5 Contexto Institucional: CUNOC  

 

La investigación tiene como sede el municipio de Quetzaltenango, centro neurálgico del occidente 

del país. El escenario específico es el Centro Universitario de Occidente (CUNOC) de la 

Universidad de San Carlos de Guatemala, El CUNOC es el primer centro regional de la USAC, 

fundado para descentralizar la educación superior.  

 

Es una institución con una fuerte tradición de lucha social y académica. La División de Ciencias 

Jurídicas y Sociales de este centro es una de las más grandes y prestigiosas de la región, formando 

a la mayoría de los abogados, notarios, jueces y fiscales que operan en el occidente del país. 

Institución que desde el siglo XIX ha sido referente en la formación de cuadros profesionales. 

(CUNOC, 2015) 
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CAPÍTULO III 

Marco Metodológico 
 

3.1 Problemática a Investigar  

 

La presente investigación se centra en analizar la influencia que ejerce la comunicación de crisis 

implementada por el Poder Judicial de Guatemala frente a escándalos éticos o casos de corrupción, 

en la percepción de transparencia y formación ética de los estudiantes de la sección F de la carrera 

de Ciencias Jurídicas y Sociales del Centro Universitario de Occidente (CUNOC). 

 

En los últimos años, diversos casos vinculados al ámbito judicial han generado cuestionamientos 

públicos respecto a la integridad institucional. En este contexto, esta investigación surge ante la 

crisis de credibilidad que atraviesan las instituciones de justicia en Guatemala. La comunicación 

oficial desempeña un papel determinante en la construcción o debilitamiento de la confianza 

ciudadana. Sin embargo, no se ha profundizado suficientemente en cómo estas estrategias 

comunicacionales influyen en la percepción de los futuros profesionales del derecho. 

 

Este trabajo se enfoca en analizar cómo la comunicación emitida por estas entidades ante 

escándalos éticos y casos de corrupción de alto impacto influye en la percepción de transparencia 

y en la formación de valores de los futuros profesionales del Derecho. El problema central radica 

en que una comunicación institucional deficiente o reactiva de situaciones de crisis, puede fomentar 

una cultura de impunidad y cómo incide en la formación ética de los estudiantes universitarios, 

formando un escepticismo en el sector académico.  

 

3.2 Enfoque de la Investigación 

 

Esta investigación se basa en un enfoque cualitativo, el cual busca entender los procesos 

institucionales y la ética pública en el sector justicia de Quetzaltenango. El enfoque que utilizamos 

es el adecuado para analizar la complejidad de estos procesos y el manejo de la ética pública. La 

corrupción y la mala gestión de crisis no se pueden medir solo con números, por lo que este enfoque 
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nos permite entender mejor los significados y patrones de conducta de las instituciones legales ante 

la opinión pública. 

 

Al enfocarnos en la interpretación más que en la medición, podemos captar la esencia de las 

respuestas oficiales de entidades importantes como el Organismo Judicial, el Ministerio Público, 

la Procuraduría General de la Nación, la Municipalidad de Quetzaltenango y el Sistema 

Penitenciario. Este enfoque nos permite entender la “crisis de verdad” institucional, es decir, cómo 

el manejo de la información afecta el fortalecimiento o debilitamiento del Estado de Derecho. 

 

Desde esta perspectiva, el investigador se sumerge en el análisis del comportamiento 

comunicacional de estas instituciones para identificar los errores en sus oficinas de prensa cuando 

enfrentan escándalos de corrupción. No buscamos generalizar resultados, sino proporcionar una 

comprensión detallada y profunda de cómo el discurso oficial impacta en la legitimidad de las 

instituciones legales. De este modo, la investigación nos permite conectar la teoría de la 

comunicación de crisis con la realidad ética de los órganos de justicia analizados, documentando 

los patrones de respuesta institucional frente a la impunidad percibida. 

 

3.3 Alcance de la Investigación 

 

La presente investigación se define bajo un alcance explicativo, debido a que su propósito 

trasciende la mera recopilación de datos para profundizar en las causas subyacentes de la narrativa 

institucional. El estudio busca determinar cómo y por qué una deficiente comunicación de crisis 

por parte de las instituciones legales se constituye como el factor determinante en la erosión de su 

propia legitimidad y en la percepción de impunidad social. 

 

En este sentido, no se pretende únicamente constatar la existencia de escándalos éticos o actos de 

corrupción, sino explicar el funcionamiento de la gestión informativa como una variable causal. Se 

analizará cómo el manejo mediático y la construcción de mensajes oficiales ante casos de alto 
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impacto actúan como mecanismos que, lejos de esclarecer los hechos, a menudo profundizan la 

crisis de credibilidad del sistema de justicia. 

 

Este nivel de alcance permite establecer una relación de sentido entre la narrativa oficial 

(documentos, boletines y comunicados) y el fenómeno de la corrupción, analizando la 

comunicación no como un accesorio, sino como una estructura que puede validar o deslegitimar el 

mandato legal de las instituciones. Al ser una investigación explicativa, el análisis se centra en 

comprender cómo la "opacidad comunicada" altera la función pública y distorsiona la transparencia 

que debe regir al Poder Judicial. 

 

Por lo tanto, el alcance propuesto garantiza una interpretación integral que vincula la teoría de la 

comunicación de crisis con la realidad institucional de Guatemala. Esto proporciona una base 

argumentativa sólida para demostrar que la respuesta comunicacional de las instituciones legales 

es un pilar indispensable para la salud ética y la estabilidad del Estado de Derecho. 

 

3.4 Objetivos de la Investigación 

  

3.4.1 Objetivo General  

 

Explicar las características y patrones de la comunicación institucional de crisis ante escándalos 

éticos y casos de corrupción en el poder judicial, mediante el análisis comparado de casos 

internacionales y locales centrados en Quetzaltenango, con el fin de determinar cómo el discurso 

institucional y el manejo de la información pública influyen en la credibilidad y legitimidad de las 

instituciones legales. 

 

3.4.2 Objetivos Específicos  

 

a) Identificar las estrategias de comunicación y los mecanismos de respuesta implementados  

por las instituciones legales ante situaciones de crisis derivadas de faltas a la ética o 

corrupción, a través de la recopilación de documentación oficial y mediática. 
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b) Clasificar las categorías de respuesta institucional y la importancia de la transparencia 

proactiva como herramientas documentales para restaurar la confianza social en el ejercicio 

del Derecho. 

c) Definir la relación cualitativa entre la gestión comunicacional de las crisis y la percepción 

de impunidad, analizando cómo el flujo informativo oficial impacta en el fortalecimiento o 

debilitamiento del sistema de justicia. 

d) Concluir sobre el estado actual de la comunicación de crisis en el municipio de 

Quetzaltenango, describiendo los patrones recurrentes detectados en el manejo de la 

información por parte de las distintas instituciones legales analizadas. 

 

3.5 Pregunta de la Investigación 

 

¿Cuáles son las características y patrones de la comunicación de crisis empleados por las 

instituciones legales de Quetzaltenango ante escándalos éticos y casos de corrupción, y qué 

categorías de respuesta institucional se identifican a través de la documentación oficial y 

mediática? 

 

3.6 Operacionalización de Variables 

 

Al ser una investigación cualitativa, las variables se analizan mediante dimensiones y categorías 

de análisis basadas en el marco contextual.  

 

En la presente investigación, la Comunicación institucional de crisis se establece como la variable 

independiente debido a su capacidad de influir y determinar el curso de la percepción pública y la 

estabilidad institucional. Se considera "independiente" porque es el factor que el organismo puede 

manipular o gestionar directamente para mitigar los efectos de un escándalo.  

 

El modo en que la institución decide comunicar, ya sea mediante el hermetismo o la transparencia 

proactiva, funciona como la causa que altera o condiciona el resultado final (variable dependiente). 
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Por lo tanto, la gestión comunicacional es el antecedente técnico que define si la crisis ética se 

profundiza o si, por el contrario, se sientan las bases para restaurar la confianza ciudadana en el 

sistema de justicia de Quetzaltenango.  

 

Variable Definición Dimensiones Indicadores 

Comunicación 

institucional de 

crisis 

 

(Independiente) 

 

Conjunto de 

estrategias, mensajes 

y comunicados 

oficiales emitidos por 

el Poder Judicial ante 

situaciones de crisis 

institucional 

relacionadas con 

escándalos éticos o 

casos de corrupción. 

a) Transparencia. 

b) Claridad del 

mensaje. 

c) Oportunidad en la 

comunicación. 

a) Claridad de la 

información 

proporcionada. 

b) Acceso público a 

comunicados 

oficiales. 

c) Coherencia del 

discurso 

institucional. 

d) Comprensión del 

contenido por 

parte de los 

estudiantes 

e) Rapidez de 

emisión de 

comunicados. 

f) Frecuencia de 

actualizaciones. 

 

En este diseño de investigación, los "Casos de corrupción y falta de ética" se consideran la variable 

dependiente porque su manifestación y gravedad están supeditadas (dependen) de la efectividad o 

deficiencia de la comunicación de crisis y los protocolos de transparencia institucional (variables 

independientes). Es decir, la percepción social, la profundidad del escándalo y el daño a la 

legitimidad institucional son el efecto o resultado directo de cómo se gestiona la crisis narrativa y 

ética dentro del Poder Judicial. 
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Variable Definición Dimensiones Indicadores 

Casos de corrupción 

y falta de ética en 

instituciones legales 

 

(Dependiente) 

 

Se define como el 

conjunto de acciones 

u omisiones que 

contravienen los 

principios morales, 

valores y normas 

jurídicas que rigen la 

función 

jurisdiccional. Esta 

variable comprende 

desde el tráfico de 

influencias y el 

cohecho hasta la 

parcialidad en las 

resoluciones, lo que 

provoca una ruptura 

en el estándar de 

integridad que la 

sociedad espera de 

los administradores 

de justicia. 

a) Confianza 

Institucional. 

b) Integridad 

Administrativa 

c) Transparencia y 

Rendición de 

Cuentas 

d) Impacto en el 

Estado de 

Derecho 

a) Nivel de 

credibilidad 

otorgado por la 

ciudadanía al 

Poder Judicial tras 

el escándalo. 

b) Presencia de 

denuncias 

formales o 

señalamientos de 

prevaricato en los 

documentos 

analizados. 

c) Grado de apertura 

de la institución 

para facilitar el 

acceso a la 

información sobre 

el proceso ético. 

d) Percepción de 

impunidad 

derivada del 

manejo del caso 

judicial. 

 

3.7 Delimitación 

 

3.7.1 Temporal 

 

El presente estudio se desarrollará en un lapso de diecisiete semanas, iniciando el 21 de enero y 

finalizando el 15 de mayo de 2026, tiempo en el cual se realizará la recopilación, análisis y 

sistematización de la información documental relacionada con los casos de ética y corrupción en 

las instituciones legales del departamento de Quetzaltenango. Cubriendo las etapas de diagnóstico, 

recolección bibliográfica y redacción final. 
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3.7.2 Espacial 

 

La presente investigación se desarrolla en la República de Guatemala, con énfasis específico en el 

municipio de Quetzaltenango, departamento de Quetzaltenango. El estudio se enfoca 

particularmente en las instituciones del sistema de justicia que operan en la cabecera municipal, 

analizando casos de escándalos éticos y corrupción vinculados al ámbito jurídico. Asimismo, la 

investigación se realiza en el contexto académico del Centro Universitario de Occidente (CUNOC) 

de la Universidad de San Carlos de Guatemala, por estudiantes de primer ingreso de la carrera de 

Ciencias Jurídicas y Sociales 

 

3.7.3 Teórica 

 

La investigación se fundamenta en bases doctrinarias, normativas y teóricas vinculadas al estudio 

de la ética institucional y la responsabilidad en el ejercicio de funciones públicas. 

 

Se utilizarán como sustento teórico: 

 

a) La Teoría de la Comunicación de Crisis desarrollada por Coombs (2019), para analizar 

cómo las instituciones legales responden ante escándalos éticos. 

b) Los principios de Ética Institucional, enfocados en la conducta de funcionarios 

públicos. 

c) La legislación penal guatemalteca, especialmente el Código Penal de Guatemala y la 

Ley del Organismo Judicial de Guatemala, como marco jurídico regulador del actuar 

de las instituciones judiciales. 

d) El concepto de integridad institucional aplicado al ámbito del sistema de justicia. 

 

3.8 Técnica de Investigación 

 

Para el desarrollo del presente estudio se emplea la técnica de investigación documental, debido a 

que la información se obtiene exclusivamente a través de fuentes secundarias, tales como: 
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a) Libros especializados en ética jurídica y derecho penal. 

b) Legislación vigente de la República de Guatemala. 

c) Artículos académicos y doctrinales. 

d) Informes institucionales y resoluciones públicas. 

e) Documentos oficiales relacionados con casos de corrupción y escándalos éticos en el 

sistema judicial. 

 

Esta técnica permite analizar críticamente la información existente sin recurrir a encuestas o 

entrevistas, garantizando un enfoque académico, jurídico y reflexivo acorde al nivel de formación 

de estudiantes de primer ingreso de la División de Ciencias Jurídicas del CUNOC. La investigación 

se sustenta en la doctrina de crisis de comunicación en instituciones legales. Se abordarán 

conceptos de legalidad y competencia institucional, tomando como fuentes primarias la legislación 

vigente en Guatemala y jurisprudencia relevante emitida por la Corte de Constitucionalidad. 
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CAPÍTULO IV 

Marco Teórico 

 

4.1 Bases Teóricas 

4.1.1 ¿Qué es ética?  

 

“Las palabras “ética” y “moral” tienen un significado etimológico semejante en sus raíces griega y 

latina. En el uso común se emplean casi siempre indistintamente y, a veces, conjuntamente, aunque 

quienes las usan así probablemente no serían capaces de decirnos con precisión si significan lo 

mismo o se refieren a algo diferente. De todos modos, quizás para dar mayor énfasis retórico al 

discurso, parece que suena bien reforzar a la “ética” con la “moral”, aun a riesgo de incurrir en una 

redundancia, como ocurre si nos atenemos al significado etimológico de los términos”. (Zan, 2004) 

 

La ética se define como la rama filosófica que investiga el comportamiento humano y los principios 

que rigen lo correcto o incorrecto, así como lo justo o injusto. Sirve como orientación para efectuar 

elecciones responsables y actuar de acuerdo con valores y normas que promueven el bienestar tanto 

individual como colectivo. 

 

4.1.2 Códigos de Ética 

 

En el ámbito institucional, la ética se refleja en códigos de conducta específicos que los empleados 

deben demostrar mientras cumplen con sus deberes laborales. Para las organizaciones, es crucial 

contar con recursos en consonancia con principios éticos que buscan proteger los activos de la 

entidad y que permanecen firmes en sus valores y en su comportamiento adecuado. La ética, como 

principio fundamental, tanto a nivel personal como empresarial, establece la base sobre la cual se 

construyen relaciones de confianza y se desarrollan identidades organizacionales sólidas.  

 

Los códigos de ética, al ir más allá de lo normativo y convertirse en fundamentos de la cultura 

corporativa, no solo definen las conductas esperadas, sino que también promueven un entorno 
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organizacional de colaboración, respeto y equidad. Estos códigos no solo señalan qué acciones 

tomar, sino que también motivan a los empleados a interiorizar los valores éticos y a actuar con 

integridad en cada decisión y acción que llevan a cabo. Al fomentar una cultura ética basada en la 

honestidad, la responsabilidad y el compromiso con el bien común, las organizaciones se establecen 

como ejemplos de excelencia, atrayendo no solo a clientes leales, sino también a talentos 

comprometidos que desean contribuir a un ecosistema ético y sostenible. (Zan, 2004) 

 

Sin embargo, la ética no solo actúa como un marco regulador, sino que es la esencia misma de las 

organizaciones contemporáneas, proporcionándoles la guía moral necesaria para avanzar en un 

entorno empresarial competitivo, dinámico y en continuo cambio, poco se conoce sobre cómo los 

futuros profesionales del Derecho y las Ciencias Sociales comprenden estos procesos 

comunicacionales, cómo evalúan las respuestas institucionales ante crisis judiciales y qué nivel de 

confianza mantienen frente a este tipo de situaciones. Esta falta de información limita la posibilidad 

de fortalecer la formación académica en temas de ética, transparencia y gestión de crisis dentro del 

ámbito jurídico. 

 

4.1.3 Comunicación 

 

El lenguaje es la herramienta que posibilita al hombre realizar o expresar sus ideas, pensamientos, 

sentimientos y que se materializa a través de signos verbales produciendo la comunicación. El 

lenguaje y la comunicación están muy relacionados entre sí, donde el lenguaje aplica los signos y 

la comunicación se vale de diferentes elementos donde se configura los signos lingüísticos. Para 

que se configure la comunicación este debe de ir dentro de un contexto adecuado en donde el 

lenguaje se aplique como un mensaje claro (Gómez, 2016) 

 

Otro aspecto que puede resultar en la falla de la comunicación es con respecto al contexto. El 

contexto es un elemento de la comunicación que básicamente consiste en el espacio donde se 

producirá la comunicación. Éste puede verse afectado por diversos elementos externos como el 

ruido que distorsiona la calidad del mensaje. No podrá ser recibida adecuadamente para efectos de 
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una buena comunicación. El lenguaje y la comunicación se interrelacionan produciendo un 

fenómeno complejo de diversos elementos. Su éxito o fracaso dependerá no del azar o de la 

casualidad, sino del menor o mayor control que poseamos respecto de la comunicación. 

 

4.1.4 Instituciones Legales  

 

El estudio de la comunicación de crisis en el municipio de Quetzaltenango requiere la delimitación 

de las funciones de las instituciones legales clave, las cuales operan bajo marcos normativos 

específicos que rigen tanto su actuación administrativa como su discurso oficial ante la sociedad. 

 

4.1.4.1 Procuraduría General de la Nación (PGN) 

 

La PGN se define como la entidad técnica encargada de la asesoría y consultoría de los órganos 

del Estado, asumiendo la representación legal de la Nación para salvaguardar sus intereses y 

patrimonio. (Congreso de la República de Guatemala , 1948) Ante escenarios de cuestionamiento 

ético, la función comunicacional de la PGN se centra en la emisión de posicionamientos técnicos-

jurídicos. Su objetivo es clarificar la postura legal del Estado frente a actos que vulneren el bien 

público, funcionando como un garante de la legalidad que busca mitigar la incertidumbre jurídica 

mediante información oficial precisa. 

 

4.1.4.2. Ministerio Público (MP) 

 

Institución auxiliar de la administración pública y de los tribunales con funciones autónomas, cuya 

finalidad es velar por el cumplimiento de las leyes y ejercer la persecución penal. (Congreso de la 

República de Guatemala, 1993) Como actor central en la difusión de información sobre procesos 

de corrupción, el MP enfrenta el desafío de equilibrar el derecho ciudadano a la información con 

el principio de reserva de las actuaciones. Su estrategia de comunicación debe evitar la filtración 

de datos sensibles, manteniendo una narrativa de objetividad que preserve la integridad de las 

investigaciones en curso. 
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4.1.4.2.1 Fiscalía Distrital del Ministerio Público en Quetzaltenango 

 

La Fiscalía Distrital del Ministerio Público en Quetzaltenango es una dependencia regional del 

Ministerio Público de Guatemala encargada de dirigir las investigaciones penales y promover la 

persecución de los delitos dentro del departamento. (Congreso de la República de Guatemala, 

1993) Esta fiscalía forma parte del sistema institucional del Estado que tiene la responsabilidad de 

representar los intereses de la sociedad, investigar hechos delictivos y promover la acción penal 

para que se haga justicia. 

 

Entre sus principales funciones se encuentra la investigación de distintos delitos, como robos, 

hurtos, usurpaciones, violencia contra la mujer y otros hechos que afectan la seguridad de la 

población. Asimismo, la fiscalía tiene la responsabilidad de impulsar la acción penal pública, lo 

que significa llevar los casos ante los tribunales cuando existen indicios de la comisión de un delito. 

 

Otra de sus funciones importantes es la coordinación con otras instituciones, como las fuerzas de 

seguridad y otras dependencias del Ministerio Público, con el objetivo de fortalecer las 

investigaciones y garantizar una adecuada aplicación de la ley. Además, la Fiscalía Distrital brinda 

atención directa a la ciudadanía, ya que recibe denuncias, querellas y otras solicitudes de los 

habitantes de la región. 

 

En general, esta fiscalía opera bajo la estructura y autoridad del Ministerio Público a nivel nacional, 

y cumple un papel fundamental en la protección de los derechos de los ciudadanos y en el 

fortalecimiento del sistema de justicia en el departamento de Quetzaltenango 

 

4.1.4.3 Municipalidad de Quetzaltenango 

 

Entidad autónoma de gobierno local responsable de la administración del municipio y la promoción 

del desarrollo integral en su jurisdicción (Congreso de la República de Guatemala, 2002). Por su 

proximidad con la población, su comunicación ante crisis éticas se fundamenta en la rendición de 



39 

 

cuentas sobre la administración de fondos públicos. Su función es implementar canales de 

transparencia proactiva que permitan documentar la conducta de sus funcionarios, buscando 

reducir la indignación social a través de mensajes de responsabilidad administrativa local.  

 

4.1.4.4 Organismo Judicial (OJ) 

 

Poder del Estado facultado para impartir justicia con independencia, integrado por la Corte 

Suprema de Justicia y los tribunales correspondientes (Congreso de la República de Guatemala, 

1989). Gestión Documental de Crisis: Representa el eje central de este estudio. Su función 

comunicacional ante el hallazgo de corrupción interna consiste en transformar el tradicional 

hermetismo judicial en una narrativa de integridad institucional. A través de la documentación de 

los procesos de depuración de cuadros, el OJ debe comunicar con transparencia para asegurar que 

la conducta individual de un juez no erosione la legitimidad de todo el sistema de justicia. 

 

4.1.4.4.1 Centro Regional de Justicia de Quetzaltenango Y CENADOJ  

 

El Centro Regional de Justicia de Quetzaltenango es un complejo institucional del Organismo 

Judicial de Guatemala ubicado en la zona 7 de la ciudad. (Congreso de la República de Guatemala, 

1989) Este espacio reúne diferentes dependencias judiciales, como juzgados, tribunales y servicios 

administrativos, con el propósito de facilitar el acceso a la justicia para la población de la región 

occidental del país. 

 

Dentro de este centro también funciona el Centro Nacional de Análisis y Documentación Judicial 

(CENADOJ), el cual brinda servicios de consulta jurídica, biblioteca especializada y acceso a 

resoluciones y jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Gracias a este servicio, estudiantes, 

profesionales del derecho y funcionarios judiciales pueden consultar legislación y documentación 

legal de forma más accesible.  
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El complejo cuenta además con un Archivo Regional de Tribunales, encargado de resguardar 

expedientes judiciales concluidos provenientes de numerosos órganos jurisdiccionales de la región. 

Asimismo, incluye áreas especializadas como el Centro de Justicia de Familia, donde se atienden 

casos relacionados con niñez, familia y otras materias de carácter social. En conjunto, el Centro 

Regional de Justicia cumple una función importante al centralizar servicios judiciales, mejorar la 

eficiencia de los procesos legales y acercar la administración de justicia a la población del occidente 

de Guatemala. 

 

4.1.4.5 Sistema Penitenciario (SP) 

 

Dependencia del Ministerio de Gobernación encargada del control, custodia y rehabilitación de 

personas privadas de libertad (Congreso de la República de Guatemala, 2006). Su respuesta 

comunicacional tiende a ser reactiva frente a incidentes de corrupción o abusos de poder. Su 

función estratégica radica en documentar y difundir las medidas correctivas y los protocolos de 

seguridad aplicados, con el fin de restaurar la autoridad moral institucional y la confianza en la 

custodia efectiva de los procesados.  

 

4.1.5 Tabla de Crisis en instituciones Legales 

 

Institución Tipo de Crisis Común Tipo de Crisis Común 

PGN Conflictos de interés Defensa legal del Estado. 

MP Filtraciones o 

impunidad 

Legitimar la persecución 

penal. 

Municipalidad Xela Corrupción 

administrativa 

Mantener la 

gobernabilidad local. 

OJ Faltas éticas de jueces Preservar la imparcialidad 

judicial. 

S.P. Tráfico de influencias Restaurar el control 

institucional. 
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4.1.6 Comunicación de crisis en instituciones legales 

 

La comunicación de crisis se define como el conjunto de estrategias que una institución implementa 

cuando enfrenta una situación que amenaza su reputación y funcionamiento. Su finalidad es reducir 

el impacto negativo y restablecer la confianza del público mediante información oportuna y 

transparente. Sostiene que una respuesta rápida, coherente y fundamentada es esencial para evitar 

que una crisis se agrave. En el caso de las instituciones legales, una comunicación deficiente puede 

incrementar la percepción de corrupción y debilitar la legitimidad del sistema judicial. (Coombs, 

W. T., 2014). 

 

Asimismo, (Benoit, 1997) explica que cuando una organización enfrenta acusaciones públicas, 

puede aplicar estrategias de restauración de imagen para proteger su reputación. Sin embargo, si 

no existe transparencia ni claridad en la información, la crisis puede profundizarse. 

 

4.1.7 Definición de Crisis en Instituciones Legales ante Corrupción Judicial 

 

La comunicación de crisis en el Poder Judicial ante escándalos éticos se define como el conjunto 

de estrategias informativas diseñadas para mitigar el daño a la legitimidad del sistema de justicia 

cuando la probidad de sus funcionarios es cuestionada. A diferencia de otros sectores, en el ámbito 

legal la crisis no es operativa sino de confianza; por ello, la comunicación debe gestionar la tensión 

entre el deber de reserva (secreto procesal) y el derecho ciudadano a la información.  

 

Una gestión efectiva implica la admisión proactiva de fallas, la desvinculación institucional del 

funcionario corrupto mediante la narrativa del "hecho aislado" o la "autolimpieza", y la difusión de 

medidas correctivas inmediatas para demostrar que los mecanismos de control interno funcionan, 

evitando así que el escándalo erosione el Estado de Derecho. (Red Mundial de Integridad Judicial 

(UNODC), 2024) 

 

 



42 

 

4.1.8 Definición de la Gestión y Legitimidad en el Sistema de Justicia 

 

En el contexto de escándalos éticos y corrupción, la comunicación de crisis en instituciones legales 

se centra en la restauración de la legitimidad institucional. El tema implica una respuesta estratégica 

donde la institución debe pasar de un modelo de "silencio técnico" a uno de transparencia proactiva.  

 

Esto significa que la oficina de comunicación no debe esperar a una sentencia firme para informar 

sobre las medidas administrativas tomadas, ya que el juicio social es más rápido que el judicial. El 

objetivo es proyectar que la institución posee la capacidad de sancionar sus propias desviaciones 

éticas, salvaguardando así la confianza pública en el principio de imparcialidad, que es la base de 

la estabilidad democrática. (Marín-García, 2023) 

 

4.2 Bases Legales 

 

Se plantean las siguientes bases legales, basándonos en la Constitución Política de la República de 

Guatemala, Código Penal Guatemalteco y La Ley Orgánica del Organismo Judicial.  

 

a) Artículo 30. Publicidad de los actos administrativos: Establece que todos los actos de 

la administración son públicos y que los interesados tienen derecho a obtener, en 

cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten. 

 

Partiendo con este artículo, pues es el pilar de la transparencia institucional. Cuando el Poder 

Judicial enfrenta un escándalo ético, el incumplimiento de la publicidad de sus actos genera una 

crisis de comunicación inmediata. El hermetismo institucional ante la demanda ciudadana de 

información viola este precepto constitucional, agravando la desconfianza pública. 

 

b) Artículo 35. Libertad de emisión del pensamiento: Garantiza que es libre la emisión 

del pensamiento por cualesquiera medios de difusión, sin censura ni licencia previa. 

Asimismo, estipula que la actividad informativa es de interés público. 
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Los escándalos de corrupción judicial suelen ser difundidos y analizados bajo este amparo 

constitucional. La crisis institucional surge cuando la narrativa mediática colisiona con el silencio 

oficial. Las instituciones legales deben estar preparadas para responder ante el ejercicio 

periodístico, reconociendo que la comunicación de crisis es la herramienta para armonizar el 

derecho a informar con la defensa de la legitimidad judicial. 

 

c) Artículo 154. Función pública; sujeción a la ley: Establece que los funcionarios son 

depositarios de la autoridad, responsables legalmente por su conducta oficial y sujetos 

a la ley, nunca superiores a ella. 

 

Este artículo abarca toda la rendición de cuentas. Cuando un juez o magistrado se aparta de la 

legalidad, la institución entra en crisis de credibilidad. La comunicación institucional tiene el deber 

ético de informar sobre los procesos de responsabilidad, demostrando que nadie está por encima 

de la ley para mitigar la percepción de impunidad. 

 

d) Artículo 203. Independencia del Organismo Judicial y potestad de juzgar: Dicta que 

los magistrados y jueces son independientes en sus funciones y únicamente están 

sujetos a la Constitución y a las leyes. Quienes atenten contra la independencia judicial 

serán procesados. 

 

La independencia es la base de la legitimidad. Un escándalo de corrupción es percibido como un 

ataque directo a esta independencia. La gestión de crisis comunicacional debe enfocarse en aclarar 

si el acto corrupto fue aislado o sistémico, buscando siempre reafirmar que la institución mantiene 

su autonomía ética frente a presiones externas o intereses espurios. 

 

e) El Artículo 439 del Código Penal: Establece que el funcionario o empleado público 

que solicite o acepte, directa o indirectamente, beneficios, dádivas, promesas o 

ventajas para realizar, ordenar, retardar u omitir actos propios de su cargo, será 

sancionado penalmente.  
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El Artículo 439 del Código Penal sanciona la corrupción de funcionarios públicos, incluidos jueces. 

Cuando se aplican estos casos, se genera una crisis de comunicación institucional porque se afecta 

la confianza ciudadana en el poder judicial, obligando a las instituciones a comunicar con 

transparencia y rechazar claramente las conductas ilícitas para preservar su credibilidad. 

 

f) El Artículo 462 del Código Penal: Establece que el juez que, a sabiendas, dicte 

resoluciones contrarias a la ley o las funde en hechos falsos, será sancionado con 

prisión de dos a seis años. 

 

El Artículo 462 del Código Penal sanciona al juez que dicta resoluciones injustas o basadas en 

hechos falsos. Cuando se producen estos casos, se genera una crisis de comunicación institucional 

porque se afecta gravemente la confianza en el poder judicial, obligando a las instituciones a 

comunicar con transparencia y a rechazar claramente estas conductas para preservar su 

credibilidad. 

 

g) El Artículo 468 del Código Penal: sanciona al juez que, con dolo o mala fe, no da curso 

a una solicitud legalmente presentada o retrasa la administración de justicia, 

imponiendo penas de prisión, multa e inhabilitación especial.  

 

El Artículo 468 del Código Penal sanciona al juez que, con mala fe, retrasa o impide la 

administración de justicia. Cuando estos hechos salen a la luz, provocan una crisis de comunicación 

institucional, ya que dañan la confianza ciudadana en el poder judicial y obligan a las instituciones 

a responder con transparencia y rechazo a esas conductas 

 

h) El Artículo 450 del Código Penal: cometen delito de fraude en la administración 

pública el funcionario, empleado público, quien ejerza funciones públicas o quien con 

ocasión de 1 o más contratos con el estado de ejecución de otras o servicios, intervenga 

en cualquier fase de los procesos de licitación, cotización, adquisición, compra, 

concesión, subasta, liquidación, procesada directamente o por medio de otra unidad 
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ejecutora, usar en cualquier artificio para defraudar al estado el Estado. El responsable 

de este delito será sancionado con prisión de cinco a diez años e inhabilitación especial. 

 

Artículo 450 del Código Penal sanciona el fraude en la administración pública cometido por 

funcionarios, incluso en procesos de contratación con el Estado. Cuando este tipo de delito 

involucra a integrantes del poder judicial o se vincula a su entorno, estalla una crisis de 

comunicación institucional, ya que se percibe corrupción y abuso de poder. Ante estos escándalos 

éticos, las instituciones legales deben comunicar con transparencia, rechazar las conductas 

fraudulentas y reafirmar su compromiso con la legalidad para proteger la confianza ciudadana. 

 

i) El Artículo 15 de la Ley del Organismo Judicial: establece la obligación de los jueces 

de no suspender, retardar ni denegar la administración de justicia. Ante vacíos legales 

(falta, oscuridad o ambigüedad), deben resolver aplicando las reglas de interpretación 

del artículo 10 y notificar a la Corte Suprema.  

 

Este artículo se relaciona porque establece un deber explícito de los jueces de garantizar la 

administración de justicia sin retrasos ni denegaciones. Cuando un juez incumple esta obligación 

por negligencia, demora intencional o abuso y se hace público, surge una crisis de comunicación 

institucional, ya que la ciudadanía percibe falta de ética, incumplimiento de la ley o corrupción en 

el poder judicial.  

 

j) El Artículo 9 de la Ley del Organismo Judicial: establece que las funciones 

jurisdiccionales (impartir justicia) y administrativas del Organismo Judicial se 

desempeñarán con total independencia de cualquier otra autoridad.  

 

El Artículo 9 de la Ley del Organismo Judicial se relaciona porque garantiza la independencia de 

jueces y funcionarios en sus funciones jurisdiccionales y administrativas. Cuando se revelan casos 

de corrupción o escándalos éticos dentro del poder judicial, esta independencia se pone en duda 

ante la ciudadanía, generando una crisis de comunicación institucional. Para manejarla, la 

institución debe comunicar con transparencia, aclarar que los procesos internos y judiciales. 
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El análisis de estos mecanismos permite identificar vacíos legales de conocimiento, evaluar las 

actitudes frente a la transparencia y medir el nivel de confianza en el sistema de justicia. Al conocer 

los errores y aciertos en la comunicación de crisis pasadas, se pueden anticipar mejores respuestas 

en casos futuros, contribuyendo directamente al fortalecimiento de la formación profesional y ética 

de los futuros operadores del derecho, quienes deben estar preparados para enfrentar una realidad 

donde la percepción pública es tan crítica como la verdad procesal.  

 

4.3 Casos Reales  

 

4.3.1 Casos Internacionales 

 

4.3.1.1 Caso Epstein y el "Sweetheart Deal" de 2008 (Estados Unidos) 

 

Según (U.S. Departament of Justice, 2020) “La Sra. Wild, una de las víctimas de Epstein, alega 

que cuando los fiscales federales negociaron en secreto y firmaron un acuerdo de no procesamiento 

con Epstein en 2007, presuntamente violaron sus derechos bajo la CVRA, en particular su derecho 

a reunirse con los abogados del gobierno y a recibir un trato justo por parte de ellos.” 

Es de conocimiento público la red de tráfico infantil y sexual que manejó Jeffrey Epstein con 

impunidad durante años, y uno de los casos más conocidos recientemente. Es curioso entonces 

revisar que Epstein fue sentenciado en 2007 a una condena de 13 meses en una cárcel del condado 

de Palm Beach (Florida) entre 2008 y 2009 bajo un régimen de permiso de trabajo (work release) 

sumamente inusual. 

 

Este acuerdo fue parte de un polémico pacto de no enjuiciamiento (Non-Prosecution Agreement) 

negociado con el entonces fiscal federal Alexander Acosta, el cual evitó que enfrentara cargos 

federales mucho más graves en ese momento. Agregado a que Epstein tenía permiso de trabajar, 

puesto que se le permitió salir de la cárcel 12 horas al día, 6 días a la semana. Durante sus horas de 

libertad, era transportado por su chofer privado y escoltado por agentes del sheriff pagados por él 

mismo, los cuales lo llevaban a su oficina, donde siguió cometiendo abusos. 
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4.3.1.2 El fenómeno "Vaza Jato" y la imparcialidad del sistema judicial (Brasil) 

 

Según (The Intercept, 2019) “Serie de informes que revelaron actitudes controvertidas, politizadas 

y jurídicamente dudosas del grupo de trabajo Lava Jato, coordinado por el reconocido fiscal Deltan 

Dallagnol, en colaboración con el ex juez Sergio Moro”.  

 

Aunque inició como una lucha contra la corrupción, la filtración de mensajes (“Vaza Jato”) mostró 

colaboración entre el juez Sergio Moro y los fiscales. Se examina la crisis de comunicación 

institucional derivada de la filtración de mensajes entre jueces y fiscales en el marco de la operación 

Lava Jato. Los documentos revelaron una colusión ética que puso en duda la neutralidad del 

tribunal, afectando la percepción global sobre la independencia judicial en América Latina. El caso 

demuestra que la falta de integridad en los procesos de comunicación interna puede transformarse 

en una crisis sistémica de credibilidad externa. 

 

4.3.1.3 "Los Cuellos Blancos del Puerto" (Perú) 

 

Según (IDL-Reporteros, 2018) “IDL-Reporteros revela, en esta y las siguientes entregas, los tratos 

ilícitos perpetrados por algunos de los más altos miembros del sistema peruano de justicia para 

beneficiarse a través de una impresionante colección de faltas y delitos que van desde el tráfico de 

favores, las trampas en exámenes de jueces y fiscales, el conflicto de intereses, hasta la 

manipulación de sentencias en varios casos judiciales sobre crimen organizado e incluso en por lo 

menos un caso de abuso sexual de menores de edad”. 

 

La investigación aborda el colapso ético ocurrido en 2018 tras la difusión de audios que vinculaban 

a magistrados de la Corte Suprema y del Consejo Nacional de la Magistratura en redes de tráfico 

de influencias. La respuesta institucional fue caracterizada por una comunicación defensiva 

ineficaz que resultó en una reforma constitucional del sistema de justicia peruano. Este antecedente 

es clave para comprender la comunicación de crisis ante evidencias digitales irrefutables. 
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La red de corrupción denominada "Los Cuellos Blancos del Puerto" evidenció un colapso ético 

sistémico dentro del aparato judicial peruano. La estructura delictiva involucró a altos mandos de 

la judicatura, destacando la participación de Walter Ríos, entonces presidente de la Corte Superior 

de Justicia del Callao, y César Hinostroza, magistrado de la Corte Suprema, junto a diversos 

integrantes del Consejo Nacional de la Magistratura (CNM), tales como Julio Gutiérrez, Guido 

Águila e Iván Noguera. 

 

La investigación reveló que la designación, ratificación y destitución de jueces y fiscales no 

respondía a criterios de mérito, sino a un esquema de intercambio de favores y beneficios 

particulares coordinado desde el CNM. Este mecanismo de tráfico de influencias fue expuesto a 

través de grabaciones telefónicas obtenidas por IDL-Reporteros, donde se hacía patente la 

instrumentalización de la justicia para fines personales. 

 

Un actor fundamental en la operatividad de este sistema fue José Luis Cavassa Roncalla, quien 

fungió como intermediario y operador político. Cavassa contaba con un historial de irregularidades, 

incluyendo denuncias por falsificación masiva de firmas en procesos electorales del año 2000 y 

vínculos con la trama de sobornos del caso Lava Jato. Su rol subraya la infiltración de redes 

externas de corrupción que, mediante el soborno y el clientelismo, lograron vulnerar la integridad 

de las instituciones encargadas de impartir justicia. 

 

4.3.1.4 El "Cartel de la Toga" en la Corte Suprema de Justicia (Colombia) 

 

Según (Comisión de la Verdad, 2020) “Los funcionarios involucrados en el Cartel de la Toga 

desviaban investigaciones y dilataban procesos, conseguían y utilizaban información privilegiada, 

retardaban los trámites, alteraban evidencias y restaban credibilidad a los testigos a través de 

medios de comunicación. Todo para favorecer a quienes pagaban por estos «servicios», para 

obtener decisiones judiciales favorables, que aparentaban ser legales”. 
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Se documenta una crisis judicial en Colombia donde altos magistrados fueron señalados de recibir 

sobornos para desviar procesos contra políticos. Este caso es paradigmático por la ruptura del 

principio de jerarquía ética, obligando a la institución a implementar protocolos de transparencia 

proactiva para mitigar el impacto negativo en la imagen internacional del país.  

 

Este sistema perverso no solo beneficiaba a quienes podían costear los sobornos, sino que activaba 

mecanismos de persecución judicial contra aquellos que se negaban a participar en las 

transacciones exigidas. 

 

Testimonios recopilados por la Comisión de la Verdad detallan casos donde ciudadanos fueron 

despojados de cifras superiores a los mil millones de pesos a cambio de beneficios procesales que, 

en muchos casos, nunca se materializaron, evidenciando una doble victimización por parte del 

aparato judicial. 

 

La red de corrupción se vinculó estrechamente con procesos de "parapolítica" y paramilitarismo. 

Los magistrados implicados, en colusión con bufetes de abogados particulares que servían como 

enlaces, solicitaban sobornos millonarios a actores políticos a cambio de desviar, dilatar o archivar 

investigaciones criminales en la Corte Suprema de Justicia. Se han documentado represalias 

procesales, como el traslado arbitrario de expedientes a jurisdicciones superiores, como castigo 

directo por el impago de las extorsiones institucionales. 

 

4.3.1.5 El impacto de la corrupción en el Caso Gürtel y la justicia (España) 

 

Según (Tribunal Supremo de España, 2018) “La Sala II del Tribunal Supremo ha dictado sentencia 

en la denominada primera época del ‘caso Gürtel’, que abarca el periodo 1999-2005, en la que 

confirma en líneas generales la dictada por la Audiencia Nacional el 17 de mayo de 2018, con 

ligeros ajustes en las penas y multas derivadas de la estimación parcial de los recursos de la Fiscalía, 

de 19 acusados y del Partido Popular”.  
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Se estudia cómo las sentencias judiciales en casos de corrupción política de gran escala generan 

una presión comunicacional sin precedentes sobre los tribunales. El análisis se centra en la 

percepción de "politización de la justicia", un factor determinante que debilita el discurso 

institucional de objetividad y ética judicial. La Sentencia del Tribunal Supremo de España ratifica 

la existencia de una estructura de colaboración estable entre el sector empresarial (Grupo Correa) 

y ex miembros del Partido Popular (PP), diseñada para premeditar la contratación pública en 

beneficio propio.  

 

Este esquema operó mediante un sistema paralelo de corrupción que manipulaba licitaciones 

autonómicas y locales a través de la influencia de militantes estratégicos, quienes controlaban los 

procesos de decisión en diversas entidades públicas. El entramado delictivo se fundamentó en tres 

pilares operativos: 

 

a) Manipulación Administrativa: Uso de mecanismos de derecho con apariencia de 

legalidad para eludir las normas de contratación pública. 

b) Corrupción Activa: Ejecución de sobornos a autoridades y funcionarios, emisión de 

facturación apócrifa y creación de sociedades pantalla para el blanqueo de capitales. 

c) Asociación Ilícita: Organización jerarquizada con el fin de vulnerar los principios de 

transparencia administrativa y lucro ilegal. 

 

Un aspecto jurídico relevante de este antecedente es la condena del Partido Popular y varios 

exdirigentes como copartícipes a título lucrativo. Esta figura legal establece que, aunque la 

formación política como institución no haya sido procesada penalmente por el delito, se benefició 

económicamente de los actos ilícitos, (como el pago de eventos electorales en Majadahonda y 

Pozuelo). Por ello, el Tribunal ordena la restitución de los fondos al Estado bajo una obligación 

civil de devolución solidaria. 

 

El Tribunal Supremo aclara que la responsabilidad a título lucrativo presupone la ajenidad del 

beneficiario respecto al delito; es decir, se le condena a devolver el dinero precisamente porque se 

considera que no participó en la planificación criminal. No obstante, el fallo subraya que mencionar 
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el contexto de financiación irregular (conocido coloquialmente como "Caja B") es necesario para 

comprender el nexo común de las actuaciones enjuiciadas. 

 

Finalmente, la sentencia confirma una pluralidad de delitos que erosionaron la confianza en la 

administración española, incluyendo prevaricación, malversación de caudales públicos, tráfico de 

influencias y blanqueo de capitales, estableciendo un precedente sobre la responsabilidad civil de 

las organizaciones políticas ante la corrupción de sus cuadros directivos. 

 

4.3.2 Casos en Centroamérica 

 

En Centroamérica, la comunicación de crisis en el sector justicia no solo ha respondido a eventos 

fortuitos, sino a crisis estructurales derivadas de la cooptación institucional, el tráfico de influencias 

y el cuestionamiento de la ética judicial. Estos casos han obligado a las instituciones a pasar de una 

comunicación técnica y sobria a una narrativa de defensa política o, en casos positivos, a intentos 

de depuración interna ante la presión social. A continuación, se enlistan los antecedentes regionales 

más significativos: 

 

4.3.2.1 El Caso "Comisiones Paralelas" (2014 - 2020) 

 

En Guatemala, se reveló una estructura que manipulaba la elección de magistrados de la Corte 

Suprema y Salas de Apelaciones. La crisis fue gestionada bajo un fuerte escrutinio de la CICIG, 

donde el Poder Judicial se vio forzado a comunicar procesos de antejuicio contra sus propios 

integrantes, generando una ruptura histórica de confianza entre la ciudadanía y la alta magistratura. 

(Prensa Libre, 2023) 

 

4.3.2.2 El "Caso Pandora" y la Corrupción en el CN (2018) 

 

En Honduras, este caso involucró el desvío de fondos públicos para campañas políticas a través de 

fundaciones. La crisis legal escaló rápidamente a una crisis de reputación para el Ministerio Público 
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y el Poder Judicial, cuestionados por su lentitud y por permitir que muchos de los implicados fueran 

sobreseídos, lo que proyectó una imagen de "justicia selectiva" en los medios. (Transparencia 

Internacional , 2018) 

 

4.3.2.3 Costa Rica: El "Cementazo" y la crisis de la Sala III (2017) 

 

Un escándalo de tráfico de influencias relacionado con la importación de cemento chino que 

alcanzó a los tres poderes del Estado. La crisis provocó la suspensión y jubilación forzosa de 

magistrados de la Sala Tercera de la Corte Suprema. Fue un caso emblemático de cómo un 

escándalo ético puede obligar a una reestructuración total de la comunicación institucional para 

intentar salvar la credibilidad del sistema de justicia más estable de la región. (Human Rights Watch 

/ WOLA, 2017) 

 

4.3.2.4 La Destitución de la Sala de lo Constitucional (2021) 

 

En el país de El Salvador. Se dio una destitución masiva de magistrados por parte de la Asamblea 

Legislativa generó una crisis de comunicación legal internacional. La narrativa institucional se 

centró en la "depuración del sistema", mientras que organismos internacionales lo comunicaron 

como un golpe a la independencia judicial, forzando a la institución a manejar una crisis de 

legitimidad externa. (El Faro, 2021) 

 

4.3.2.5 El Caso "Pinchazos" y el Órgano Judicial (2015-2021) 

 

En panamá, se dio un proceso judicial contra el expresidente Ricardo Martinelli puso al Órgano 

Judicial bajo una lupa constante. Las filtraciones de expedientes y la presunta percepción de 

impunidad obligaron a la institución a crear canales de comunicación más directos para explicar 

tecnicismos legales a una población que demandaba condenas rápidas. (La Prensa, 2018) 
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4.3.3 Nacionales 

4.3.3.1 Ataques Armados y Muerte de Policías 

 

Este caso representa una de las crisis más graves de la historia de Guatemala, marcando un punto 

de ruptura entre el Poder Ejecutivo y el sistema de justicia. A inicios de enero de 2026, el Gobierno 

de Guatemala inició una serie de operativos masivos en centros carcelarios (como "El Infiernito" 

y Fraijanes) para desarticular las operaciones de extorsión de la Rueda del Barrio 18.  

 

La respuesta criminal fue inmediata y coordinada: ataques simultáneos con armas de alto calibre y 

granadas contra patrullas y subestaciones de la Policía Nacional Civil (PNC) en diversos puntos 

del país. Entre el 10 y el 15 de enero, la ofensiva criminal resultó en la muerte de al menos 11 

agentes de la PNC y varios heridos. El ataque más impactante ocurrió en una emboscada donde los 

agentes fueron superados en número y armamento, evidenciando una falta de inteligencia previa. 

La verdadera crisis estalló tras los ataques. Se generó un cruce de narrativas: 

 

El Ejecutivo (Presidencia y Ministerio de Gobernación): Emitieron comunicados denunciando que 

el Ministerio Público (MP) no estaba agilizando las órdenes de captura ni las investigaciones contra 

los cabecillas responsables de ordenar los ataques desde las cárceles. El Ministerio Público: 

Respondió mediante redes sociales y conferencias de prensa asegurando que la responsabilidad de 

la seguridad preventiva era exclusivamente del Ejecutivo y que las pruebas presentadas por la PNC 

eran insuficientes.  

 

Esta desarticulación comunicativa provocó pánico en la población, ya que mientras los policías 

morían en las calles, las dos instituciones encargadas de la justicia se culpaban mutuamente de 

forma pública, dejando un vacío de autoridad. (Ministerio de Gobernación de Guatemala., 2026) 

 

 

 

 



54 

 

4.3.3.2 Caso “La Línea” 

 

Realizamos esta investigación sobre la comunicación de crisis en instituciones legales porque ya 

existió el caso de "La Línea" en (Ministerio Público Guatemala, 2017) el cual marcó un precedente 

histórico sobre cómo la corrupción estructural dentro de una institución legal y recaudadora (la 

SAT) puede desmantelar por completo la credibilidad de un Estado y forzar una gestión de crisis 

externa liderada por organismos internacionales y la presión ciudadana. 

 

El caso "La Línea" se define como una red criminal de defraudación aduanera y corrupción 

sistémica desarticulada en Guatemala, donde una estructura ilícita operaba dentro de la 

Superintendencia de Administración Tributaria (SAT) utilizando una "línea" telefónica para pactar 

sobornos con importadores a cambio de reducir ilegalmente sus aranceles.  

 

Este escándalo, que señaló directamente al presidente Otto Pérez Molina y a la vicepresidenta 

Roxana Baldetti como los líderes de la organización, provocó el colapso total de la comunicación 

institucional del Estado y una crisis de legitimidad sin precedentes que desembocó en la renuncia 

de los mandatarios y su posterior condena a 16 años de prisión por los delitos de asociación ilícita 

y casos especiales de defraudación aduanera. 

 

4.3.3.3 Caso “Construcción y Corrupción” 

 

A requerimiento de la FECI del Ministerio Público y derivado de la investigación del caso 

Construcción y Corrupción, el Juzgado de Primera Instancia de Extinción de Dominio, decretó 

medida cautelar de inmovilización de ocho bienes inmuebles: dos de ellos ubicados en la zona 10 

de la ciudad capital; uno en Santa Catarina Pinula; tres en zona 5 de la ciudad; uno en zona 8 de la 

ciudad capital, y otro en Escuintla. (CICIG, 2019) 

 

Los inmuebles eran utilizados por Alejandro Jorge Sinibaldi Aparicio, como oficinas, ofi- bodegas, 

casa de campaña del Movimiento Reformador, recreo y/o vivienda familiar. De la investigación 
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realizada, en conjunto con la CICIG, se estableció que los inmuebles se encuentran bajo la 

titularidad de terceros, entre ellos sociedades mercantiles, entidades fuera de plaza conocidas como 

off-shores en la República de Panamá. Derivado de la investigación, se estableció que los mismos 

pese a estar a nombre de terceros, fue Alejandro Sinibaldi quien los adquirió y orquestó la manera 

de ocultar su origen ilícito a través de dichas entidades 

 

4.3.3.4 Caso Gestión del seguro obligatorio (ACUERDO 49-2025) 

 

El Acuerdo Gubernativo 49-2025 constituye un caso de estudio paradigmático sobre la ineficacia 

de la comunicación gubernamental y la ausencia de gobernanza participativa en el sistema 

guatemalteco. La imposición de esta normativa de carácter obligatorio para el sector transporte 

evidenció una ruptura en el flujo comunicacional entre el Estado y la sociedad civil, caracterizada 

por la omisión de una fase de socialización estratégica.  

 

Desde una perspectiva jurídica y técnica, la comunicación deficiente se manifestó en la incapacidad 

de las instituciones para legitimar la norma ante los actores clave, priorizando la difusión unilateral 

del diario oficial sobre la construcción de un consenso social. Esta opacidad informativa no solo 

generó incertidumbre jurídica, sino que desencadenó un conflicto social reactivo que obligó a la 

derogación de la medida, demostrando que la falta de una política de comunicación pública asertiva 

vulnera la estabilidad institucional y la viabilidad de las políticas de Estado. (Presidencia de la 

República de Guatemala, 2025) 

 

4.3.4 Regionales 

4.3.4.1 Crisis de Desinformación y Conflicto Territoria en Sololá 

 

El conflicto histórico por límites territoriales entre los municipios de Nahualá y Santa Catarina 

Ixtahuacán alcanzó un punto crítico en diciembre de 2025, derivando en enfrentamientos armados 

que forzaron al Gobierno de Guatemala a decretar un Estado de Prevención. La crisis institucional 

se manifestó cuando la Policía Nacional Civil (PNC) y el Ministerio de Gobernación emitieron 
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informes contradictorios sobre la presencia de grupos del crimen organizado infiltrados en el área, 

lo que fue aprovechado por actores locales para difundir desinformación en redes sociales acusando 

a las fuerzas de seguridad de agresiones injustificadas. Esta falta de una narrativa oficial coherente 

y la tardanza en desmentir las noticias falsas generaron una crisis de credibilidad y ética, 

evidenciando la incapacidad de las instituciones legales para coordinar una comunicación de crisis 

efectiva en zonas de alta conflictividad social en el occidente del país. (Ministerio de Gobernación 

de Guatemala, 2025) 

 

4.3.5 Locales 

4.3.5.1 Caso “El grupo de amigos del Alcalde” 

 

(CICIG, 2018) Una investigación conjunta entre la Fiscalía Especial contra la Impunidad y la 

CICIG  evidenció la existencia de una presunta estructura criminal organizada, integrada por 

funcionarios municipales (alcalde y miembros del Consejo municipal y personal de la oficina de 

planeación); empresarios y otros particulares que actuaban de forma planificada para que se 

otorgaran de manera fraudulenta al menos 122 contratos municipales a cambio de grandes sumas 

de dinero, las cuales llegaban al 40% del valor del contrato.  

 

En el 2004, Jorge Rolando Barrientos Pellecer ganó las elecciones como alcalde de la 

Municipalidad de Quetzaltenango y fue reelecto por los períodos 2008-2012 y 2012-2016. Para 

llevar a cabo los presuntos actos de corrupción en el manejo de obra pública, Barrientos Pellecer 

desarrolló una estrategia que implicó la generación de una presunta estructura conformada por 

distintos concejales y síndicos, así como personas particulares, quienes pertenecían a su círculo 

más cercano. Este grupo era referido por distintas fuentes como “el grupo de amigos del alcalde”. 

 

Los funcionarios integrantes de dicha estructura ocupaban puestos estratégicos en comisiones clave 

o de interés como la Comisión de Infraestructura; Comisión de Empresa Municipal de Agua; 

Comisión de Recepción de Obras; Comisión de Electrificación y Comisión de Finanzas entre otras, 

ocupando algunos de ellos, las presidencias de dichas instancias. En estas delegaciones se 
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aseguraba que ciertos empresarios -con los que previamente se habían acordado sobornos- fueran 

los beneficiados con los contratos municipales. (CICIG, 2018) 

 

El constructor Palomo Leppe, principal adjudicatario de las obras, ocultaba su participación en las 

ofertas de obra pública a través de 12 empresas (dos creadas por él mediante otras personas, y 10 

que respondían a otras constructoras), las que participaban como licitadores aparentes, y que 

prestaban su documentación en las licitaciones a cambio de un 10% del valor del contrato. La 

ejecución de la obra era realizada por el constructor Palomo Leppe, mientras los supuestos 

adjudicatarios les trasladaban el 90% del valor de la misma a través de cheques a sus trabajadores 

o proveedores. 

 

A su vez, los funcionarios municipales se repartían entre un 20 y un 30% de la obra. Como 

mediadores entre la estructura y el constructor se encontraba uno de los concejales, Carlos Daniel 

Illescas López, y la exgobernadora de Quetzaltenango, madre del concejal, María Elisa López 

Ixtabalán. El dinero se entregaba a los funcionarios en efectivo, a través de pagos de deudas, 

entregas de automóviles y sumas en efectivo, entre otros. Durante la investigación se constató la 

existencia de cheques para los trabajadores del empresario y colaborador eficaz Palomo Leppe, lo 

cual fue corroborado en sus declaraciones, que junto con el análisis de los procesos de licitación 

son elementos de prueba del fraude en el otorgamiento de los contratos. 

 

Ocho exconcejales de la Municipalidad de Quetzaltenango fueron condenados a tres años de 

prisión conmutable por incumplimiento de deberes, tras autorizar mejoras sin claridad legal durante 

la gestión del exalcalde Jorge Barrientos. Los exconcejales escuchan la sentencia en el Tribunal 

Segundo de Sentencia Penal de Quetzaltenango, donde fueron hallados culpables de 

incumplimiento de deberes. Los exconcejales escuchan la sentencia en el Tribunal Segundo de 

Sentencia Penal de Quetzaltenango, donde fueron hallados culpables de incumplimiento de deberes 

 

El Tribunal Segundo de Sentencia Penal de Quetzaltenango condenó el lunes 25 de agosto a ocho 

exconcejales de la Municipalidad de Quetzaltenango, del periodo 2012-2016, a tres años de prisión 

conmutable por el delito de incumplimiento de deberes, informaron fuentes judiciales. Los 

sentenciados integraron la administración del exalcalde Jorge Barrientos, conocido como “Mito” 
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Barrientos. Durante su gestión, en el 2014, se construyeron 46 locales comerciales junto al 

Zoológico Minerva, en la zona 3 de Xela, en el área del mercado La Terminal.  

 

El tribunal determinó que los exfuncionarios aprobaron el traslado de un grupo de vendedores al 

nuevo espacio y autorizaron mejoras, sin detallar en qué consistirían estas ni quiénes estarían 

facultados para realizarlas. Los condenados son: Carlos Daniel Illescas, Jorge Raúl Rodríguez, 

Jorge Enrique Hoffens, Juan Carlos Morales, Mario Rodolfo Cantoral, Dora Pac Oroxom, 

Hamilton Pérez Hernández y Aníbal Gramajo Tucux. 

 

4.3.5.2 Crisis de ética y corrupción en la sala de apelaciones de Quetzaltenango (Caso 

Comisiones Paralelas 2020) 

 

El caso "Comisiones Paralelas 2020" representa uno de los mayores escándalos de falta de ética y 

corrupción sistémica en la historia reciente del sistema de justicia guatemalteco, con repercusiones 

directas en el municipio de Quetzaltenango. La investigación reveló un esquema de 

"comercialización informal" de la justicia, donde magistrados y candidatos a las cortes participaron 

en negociaciones ilícitas y reuniones secretas fuera del marco constitucional para asegurar sus 

nombramientos a cambio de un futuro "trueque de favores judiciales". En Quetzaltenango, este 

evento afectó la legitimidad de la Sala de Apelaciones, al señalarse que actores judiciales de la 

región priorizaron la lealtad a grupos de poder por encima del mérito y la independencia, violando 

los principios básicos de honorabilidad y transparencia. 

 

Desde la perspectiva de la comunicación de crisis, el Organismo Judicial en la región enfrentó un 

colapso reputacional. La institución no logró gestionar una respuesta proactiva que abordara la 

violación de las normas de comportamiento ético, optando en su lugar por una comunicación 

reactiva o el silencio administrativo frente a las pruebas presentadas por el Ministerio Público. Esta 

postura fue interpretada por la sociedad quetzalteca como una estrategia de autoprotección 

institucional, lo que exacerbó la desconfianza ciudadana y dejó en evidencia la carencia de 

mecanismos eficaces de comunicación para afrontar escándalos de integridad pública en las sedes 

regionales de justicia. (Ministerio Público de Guatemala, 2020) 
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CAPITULO V  

PROPUESTA DE MEJORA 

 

5.1 Nombre de la propuesta 

 

Diseño e implementación de un Protocolo Institucional de Comunicación de Crisis con enfoque en 

transparencia proactiva e integridad judicial en Instituciones Legales en Quetzaltenango. 

 

5.2 Descripción de la propuesta 

 

La presente propuesta surge partiendo del análisis realizado en el trabajo de investigación sobre la 

comunicación de crisis en Instituciones Legales ante escándalos éticos o casos de corrupción. Se 

identificó la necesidad de contar con un protocolo formal, estructurado y previamente definido que 

permita responder de manera oportuna, transparente y coherente frente a situaciones que afecten la 

credibilidad institucional. 

 

La propuesta consiste en la mejora del diseño e implementación del Protocolo Institucional de 

Comunicación de Crisis para reestructurar lineamientos claros sobre la emisión de comunicados 

oficiales, designación de voceros, así mismo mejorar los tiempos de respuesta, manejo de medios 

de comunicación y estrategias digitales, garantizando la transparencia, responsabilidad y apego a 

la normativa nacional e internacional de integridad judicial en el Centro Regional de Justicia y  

Fiscalía Distrital Ministerio Publico, ubicados en Quetzaltenango. 

 

Este nuevo protocolo permitiría fortalecer la confianza ciudadana, reducir la improvisación 

comunicacional reactiva y asegurar que las respuestas institucionales ante crisis éticas sean 

uniformes y estratégicamente planificadas, mejorando así los procesos comunicacionales en estas 

instituciones, al dar a conocer crisis.  
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5.3 Objetivos 

5.3.1 Objetivo General 

 

Fortalecer la gestión comunicacional en Instituciones Legales de Quetzaltenango, mediante la 

creación e implementación de un nuevo Protocolo Institucional de Comunicación de Crisis que 

promueva transparencia, coherencia institucional y recuperación de la confianza pública ante 

escándalos éticos o casos de corrupción. 

 

5.3.2 Objetivos Específicos 

 

a) Diagnosticar y rediseñar los lineamientos técnicos de la comunicación institucional, 

partiendo del análisis de los protocolos actuales (o la ausencia de estos) para establecer 

procedimientos claros en la emisión de comunicados oficiales y la designación estratégica 

de vocerías ante situaciones de crisis. 

b) Implementar el nuevo protocolo de comunicación de crisis, disminuyendo las respuestas 

institucionales reactivas e improvisadas y se conviertan en procesos técnicos 

estandarizados. 

c) Incorporar principios de integridad judicial y transparencia en la estrategia comunicacional, 

mediante el protocolo creado. 

d) Proponer mecanismos de monitoreo y evaluación de la efectividad comunicacional durante 

y después de la crisis. 

 

5.6 Metodología 

 

La implementación de la propuesta se desarrollará bajo un enfoque cualitativo institucional, 

mediante análisis documental, revisión normativa y planificación estratégica. Se utilizarán técnicas 

de diagnóstico organizacional, revisión comparativa de protocolos internacionales y talleres de 

capacitación interna. 
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5.4 Resultados esperados 

 

a) Existencia y/o mejorar un documento formal que regule la comunicación institucional 

en situaciones de crisis. 

b) Respuestas institucionales más rápidas y estructuradas ante escándalos éticos. 

c) Mayor coherencia en los mensajes emitidos por el Poder Judicial. 

d) Fortalecimiento de la percepción de transparencia y responsabilidad institucional. 

e) Disminución de impactos negativos en la imagen pública.  

 

5.5 Actividades (responsable, tiempo, y recurso para realizarlo) 

 

1. Diagnóstico interno sobre prácticas actuales de comunicación. 

 

Esta actividad consiste en realizar un análisis institucional que permita identificar cómo se maneja 

actualmente la comunicación ante situaciones de crisis dentro del Centro Regional de Justicia y la 

Fiscalía Distrital del Ministerio Público en Quetzaltenango. Para ello se llevará a cabo una revisión 

de antecedentes institucionales relacionados con crisis comunicacionales, así como entrevistas con 

personal administrativo, funcionarios judiciales y encargados de comunicación. También se 

analizarán los canales oficiales utilizados para emitir información pública y la forma en que se 

gestionan los comunicados institucionales. Este diagnóstico permitirá detectar debilidades, vacíos 

normativos y prácticas informales que actualmente existen en la gestión de la comunicación 

institucional.  

 

2. Elaboración del borrador del Protocolo de Comunicación de Crisis. 

 

A partir de los resultados obtenidos en el diagnóstico institucional, se procederá a la elaboración 

del primer borrador del Protocolo Institucional de Comunicación de Crisis. Este documento 

establecerá lineamientos técnicos y procedimientos claros sobre cómo deben actuar las 

instituciones frente a situaciones que puedan afectar su credibilidad pública. El borrador incluirá 
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aspectos como la designación de voceros institucionales, la elaboración de comunicados oficiales, 

la gestión de medios de comunicación, el uso de plataformas digitales y los tiempos de respuesta 

ante eventos críticos. El objetivo es construir un documento técnico que sirva como guía operativa 

para los funcionarios responsables de la comunicación institucional. 

 

3. Revisión jurídica y técnica del documento. 

 

Una vez elaborado el borrador del protocolo, se realizará un proceso de revisión técnica y jurídica 

con el fin de asegurar que su contenido sea compatible con la normativa vigente del Organismo 

Judicial y del Ministerio Público. Esta etapa busca garantizar que las disposiciones establecidas en 

el protocolo respeten principios fundamentales como la reserva de la investigación penal, el debido 

proceso y la protección de información sensible. Asimismo, se verificará que el protocolo sea viable 

desde el punto de vista operativo y que no genere conflictos con las funciones legales de las 

instituciones. 

 

4. Aprobación institucional del protocolo 

 

Posteriormente, el documento será presentado ante las autoridades competentes de cada institución 

para su evaluación y aprobación formal. En el caso del Centro Regional de Justicia, el protocolo 

deberá ser conocido por las autoridades administrativas correspondientes del Organismo Judicial, 

mientras que en la Fiscalía Distrital será sometido a consideración de la jefatura del Ministerio 

Público en la región. Este proceso permitirá formalizar el protocolo como un instrumento 

institucional válido para orientar la comunicación durante situaciones de crisis. 

 

5. Capacitación del personal designado como voceros. 

 

Una vez aprobado el protocolo, se desarrollarán talleres de capacitación dirigidos al personal que 

asumirá funciones de vocería institucional. Estas capacitaciones incluirán temas como manejo de 

medios de comunicación, comunicación estratégica, oratoria institucional y simulaciones de 

escenarios de crisis. El objetivo de esta actividad es preparar a los funcionarios responsables para 
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transmitir mensajes claros, coherentes y técnicamente adecuados frente a situaciones que puedan 

afectar la imagen institucional. 

 

6. Implementación oficial del protocolo. 

 

En esta fase se realizará la socialización e implementación oficial del Protocolo de Comunicación 

de Crisis dentro de las instituciones participantes. El documento será distribuido a las diferentes 

unidades administrativas y operativas, acompañándolo de material informativo que explique su 

funcionamiento y alcance. Asimismo, se utilizarán herramientas digitales institucionales para 

garantizar que todo el personal conozca los lineamientos establecidos y pueda aplicarlos en caso 

de presentarse una situación de crisis. 

 

7. Evaluación semestral del funcionamiento del mismo. 

 

Finalmente, se establecerá un sistema de evaluación periódica que permita analizar la efectividad 

del protocolo en la práctica. Esta evaluación se realizará mediante indicadores de desempeño 

comunicacional, análisis de casos concretos y encuestas internas que permitan conocer la 

percepción del personal sobre su aplicación. Los resultados obtenidos servirán para identificar 

áreas de mejora y realizar ajustes al protocolo cuando sea necesario. 

 

5.5.1 Cronograma de actividades (una tabla) 
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Actividad 

Responsable Directo 

(Institución 

Correspondiente) 

Tiempo 

Estimado 
Recursos Necesarios 

1. Diagnóstico interno: Auditoría de 

prácticas actuales, entrevistas y revisión 

de antecedentes de crisis en Xela. 

Unidad de Comunicación 

Social y Enlace 

Administrativo. 

Mes 1 

Equipo tecnológico, 

grabadoras, acceso a archivos 

institucionales y bases de 

datos. 

2. Elaboración del borrador: Redacción 

técnica del nuevo Protocolo de 

Comunicación de Crisis. 

Especialista en Comunicación 

(Consultor) y Equipo de 

Comunicación. 

Mes 2 

Equipo de cómputo, 

bibliografía sobre integridad 

judicial y protocolos 

internacionales. 

3. Revisión jurídica y técnica: 

Verificación de que el protocolo no 

choque con la reserva de los casos o la 

Ley del Organismo Judicial / MP. 

Asesor Jurídico de la 

institución y Consultor 

externo. 

Mes 3 

Oficina de reuniones, leyes 

nacionales vigentes, papelería 

y servicios de asesoría. 

4. Aprobación institucional: 

Presentación ante magistrados o Fiscal 

Distrital para la firma del acuerdo de 

implementación. 

Dirección Regional y Jefatura 

Administrativa. 
Mes 4 

Documento final impreso, 

salón de conferencias, equipo 

de presentación (cañonera). 

5. Capacitación de voceros: Taller de 

Media Training y oratoria para los 

funcionarios designados. 

Capacitadores externos y 

Especialistas en 

comunicación. 

Mes 5 

Espacios físicos, material 

impreso, cámaras de video 

para simulacros y refrigerios. 

6. Implementación oficial: 

Lanzamiento del protocolo y 

socialización masiva a todo el personal 

administrativo y fiscal. 

Unidad de Comunicación 

Social. 

Mes 6 

(Inicio) 

Diseño gráfico, correos 

institucionales, plataformas 

digitales y banners 

informativos. 

7. Evaluación inicial: Medición del 

funcionamiento tras el primer mes y 

planificación de la evaluación 

semestral. 

Equipo de monitoreo y 

Jefatura de la unidad. 

Mes 6 

(Cierre) 

Indicadores de desempeño 

(KPIs), encuestas de 

percepción y herramientas de 

análisis web. 

 

5.7 Implementación y sostenibilidad de la propuesta 

 

La implementación de esta propuesta estará a cargo de las unidades de comunicación social de las 

instituciones involucradas, en coordinación con sus autoridades administrativas y jurídicas. Estas 

unidades serán responsables de coordinar las actividades de diagnóstico, elaboración del protocolo, 

capacitación del personal y seguimiento de su funcionamiento, esto haciéndose en coordinación 

con sus autoridades administrativas y jurídicas. 

 

La sostenibilidad de la propuesta dependerá de su integración dentro de los procedimientos 

institucionales permanentes. Para ello, el protocolo deberá incorporarse como un instrumento de 

gestión interna que forme parte de los lineamientos de comunicación institucional. De esta manera, 
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su aplicación no dependerá únicamente de iniciativas temporales, sino que se convertirá en una 

herramienta estable para la gestión de crisis comunicacionales. 

 

Asimismo, la sostenibilidad también estará vinculada al proceso de actualización periódica del 

documento. Los cambios en la legislación, en el contexto social o en los entornos digitales pueden 

generar nuevos desafíos comunicacionales para las instituciones públicas. Por esta razón, el 

protocolo deberá revisarse periódicamente para mantener su pertinencia y eficacia dentro del marco 

institucional. 

 

5.8 Presupuesto 

 

El presupuesto estimado para la implementación de esta propuesta contempla los recursos 

necesarios para el diseño técnico del protocolo, la asesoría jurídica, las capacitaciones 

especializadas y los materiales de difusión institucional. Estos costos incluyen tanto los honorarios 

profesionales de consultores externos como los recursos logísticos requeridos para la realización 

de talleres y actividades de capacitación. 

 

El monto total estimado asciende aproximadamente a Q43,500.00-Q45,000.00, el cual representa 

una inversión institucional moderada en comparación con los beneficios que podría generar en 

términos de fortalecimiento de la transparencia, mejora de la comunicación pública y prevención 

de crisis reputacionales. Cabe señalar que gran parte de los recursos contemplados en el 

presupuesto corresponden a servicios profesionales especializados, particularmente en las fases de 

diagnóstico, diseño del protocolo y capacitación de voceros. 

 

Además, se ha incluido una partida destinada a herramientas digitales de monitoreo de medios y 

redes sociales, las cuales permitirán dar seguimiento a la percepción pública y facilitar la 

evaluación del funcionamiento del protocolo una vez implementado. Finalmente, el presupuesto 

contempla un pequeño porcentaje destinado a gastos operativos e imprevistos relacionados con la 

ejecución del proyecto. 

 

 

5.8.1 Propuesta de Presupuesto Detallado 
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Actividad 

Relacionada 
Rubro / Concepto Cantidad 

Costo 

Unitario 

(Estimado) 

Total 

(Quetzales) 

1, 2 y 3 

Honorarios de Consultoría: 

Especialista en Comunicación 

de Crisis (Diseño, diagnóstico y 

redacción). 

1 Proyecto Q 15,000.00 Q 15,000.00 

3 

Asesoría Jurídica Externa: 

Revisión de cumplimiento 

normativo y ley de carrera 

judicial. 

1 

Dictamen 
Q 5,000.00 Q 5,000.00 

5 

Capacitación (Media Training): 

Conferencistas invitados 

(Periodista, Psicólogo y 

Orador). 

3 Expertos Q 2,500.00 Q 7,500.00 

5 

Logística de Talleres: Alquiler 

de equipo audiovisual 

especializado, luces y 

micrófonos (Simulacros). 

4 Sesiones Q 1,000.00 Q 4,000.00 

6 

Materiales de Socialización: 

Impresión de 50 manuales de 

bolsillo y 5 manuales de 

escritorio (Pasta dura). 

1 Lote Q 3,500.00 Q 3,500.00 

6 

Diseño e Identidad Visual: 

Creación de infografías 

digitales y flujogramas para 

distribución interna. 

1 Global Q 2,500.00 Q 2,500.00 

7 

Herramientas Digitales: 

Suscripción por 6 meses a 

software de monitoreo de 

prensa y redes sociales (Social 

Listening). 

6 Meses Q 750.00 Q 4,500.00 

Todas 

Imprevistos y Gastos 

Operativos: (Papelería, 

traslados locales en Xela, 

materiales de oficina). 

5% aprox. Q 1,500.00 Q 1,500.00 

TOTAL 

ESTIMADO 
   Q 43,500.00 
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Capítulo VI 

Plan Acción 
 

6.1 Nombre del Plan Acción  

 

Colocación de 4 lámparas en áreas que se observan con falta de iluminación y que son concurridas 

por estudiantes del CUNOC.  

 

6.2 Objetivos  

 

6.2.1 General  

 

Proporcionar buena iluminación para la seguridad de los estudiantes del Centro Universitario 

CUNOC.  

 

6.2.2 Específicos 

 

a) Colocar lámparas nuevas en lugares que se encuentren con falta de iluminación  

b) Garantizar que el espacio donde circule el estudiante esté iluminado, brindando 

confianza y seguridad.  

 

6.3 Resultados  

 

Brindar seguridad no solo física sino visual para cuando se da el egreso de los estudiantes de las 

diferentes carreras que funcionan en el horario nocturno en el CUNOC.  

 

6.4 Actividades  

 

a) La recaudación del dinero entre los integrantes de los 10 grupos que se conformaron quienes 

aportaron Q 28.87 por cada integrante. Para cubrir las diferentes actividades que se tienen 

programas por parte del grupo de 105 estudiantes. 
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b) Como grupo fuimos a cotizar diferentes lámparas, para poder adquirirlos. Entrega de las 

mismas para ser colocadas en el Cunoc. 

 

6.5 Metodología  

 

Hicimos una investigación donde nos percatamos de varios lugares dentro de la universidad que 

no contaba con la iluminación adecuada, y así mismo se consultó con los encargados del curso y 

de la investigación del Centro Universitario para la toma de decisión de donde se van a instalar las 

mismos.  

 

6.6 Implementación y sostenibilidad  

 

6.6.1 Implementación  

 

Se le proporcionará a un Encargado del Centro Universitario de Occidente CUNOC, las lámparas 

que fueron adquiridas por parte de los estudiantes miembros del grupo del primer semestre sección 

F jornada matutina del curso de Comunicación de la carrera de Abogado y Notario.  

 

6.6.2 Sostenibilidad  

 

La propuesta será sostenible porque nosotros como grupo, vamos a financiar el proyecto.  

 

6.7 Recursos  

 

6.7.1 Humanos: Integrantes del grupo adquirimos las lámparas, antes descritas.  

 

6.7.2 Materiales: La compra de 4 lámparas.  

 

6.7.3 Financiero: El aporte económico.  

 

6.8 Presupuesto: Se adquirieron 4 lámparas.  
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6.8.1 Costo: Cada lámpara tiene el costo de Q 757.90 y hace un total de Q 3031.62.  

 

Para mejorar la seguridad y visibilidad en el Centro Universitario de Occidente (CUNOC) con 

recursos limitados (4 lámparas), es fundamental priorizar los puntos de mayor flujo peatonal y 

vulnerabilidad. 
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Conclusiones 

 

Las conclusiones estratégicas sobre la gestión de la comunicación en crisis ante escándalos de 

corrupción en el sector justicia de Guatemala. Estas conclusiones sintetizan la relación entre la 

narrativa institucional y la confianza ciudadana: 

 

La Comunicación no es Cosmética, es Sustantiva 

 

La principal conclusión es que en el Poder Judicial guatemalteco, la comunicación de crisis falla 

cuando se intenta usar como un escudo publicitario. En casos de corrupción, ninguna estrategia de 

relaciones públicas puede sustituir a la rendición de cuentas. La comunicación solo es efectiva si 

va acompañada de acciones legales y administrativas concretas (destituciones, investigaciones 

internas o reformas). 

 

El Vacío Informativo es el Espacio de la Especulación 

 

En Guatemala, el rigor del "secreto de sumario" ha sido históricamente mal utilizado como un 

silencio absoluto. La conclusión técnica es que el silencio institucional en tiempos de crisis no es 

neutral; es interpretado como culpabilidad. Las instituciones que no narran su propia crisis permiten 

que actores externos (redes sociales, grupos de presión o medios interesados) definan la narrativa, 

dejando al Poder Judicial siempre a la defensiva. 

 

Desconexión entre el Lenguaje Técnico y el Sentimiento Social 

 

Existe una brecha crítica entre la "Verdad Jurídica" (lo que dicen los expedientes) y la Verdad 

Social (lo que la gente percibe). 

 

a) El lenguaje excesivamente leguleyo se percibe como una barrera de impunidad. 
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b) La comunicación de crisis debe ser multicultural y accesible, considerando que la justicia 

en Guatemala debe responder a una población diversa que exige claridad, no tecnicismos. 

 

La Institucionalidad debe Prevalecer sobre el Individuo 

 

Una conclusión fundamental de los casos recientes (como Comisiones Paralelas o procesos de 

antejuicio) es que las oficinas de comunicación suelen cometer el error de defender a la persona (el 

juez o magistrado) y no a la investidura. La comunicación de crisis debe centrarse en proteger la 

integridad del sistema de justicia, incluso si eso implica marcar una distancia comunicacional 

tajante con el funcionario señalado. 

 

Resumen de Hallazgos Estratégicos 

 

Hallazgo Impacto en la Crisis Recomendación Final 

Reactividad 
El OJ siempre llega tarde a la 

conversación digital. 

Implementar sistemas 

de escucha social y 

monitoreo temprano. 

Opacidad 
Alimenta la percepción de 

"pactos" y cooptación. 

Transmitir en vivo procesos 

de selección y vistas 

públicas. 

Falta de Empatía 
La justicia se percibe como 

fría y ajena al ciudadano. 

Humanizar la vocería y 

explicar el impacto social de 

la corrupción. 

 

La Legitimidad por Transparencia 

 

Para el caso guatemalteco, la única salida a una crisis de ética es la transparencia radical. La 

comunicación debe dejar de ser una herramienta de "gestión de imagen" para convertirse en una 

herramienta de pedagogía ciudadana. Solo cuando el ciudadano entienda cómo se sanciona la 

corrupción interna, podrá volver a confiar en el sistema de justicia. Sin una reforma en la forma de 

comunicar, el Poder Judicial seguirá enfrentando una crisis de credibilidad permanente que debilita 

el Estado de Derecho. 
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Recomendaciones 

 

En el presente trabajo de investigación llegamos a las siguientes conclusiones:  

a) Campañas de Integridad Interna: Comunicar hacia afuera lo que se está haciendo hacia 

adentro. Si se implementan nuevos controles biométricos, auditorías de patrimonio o 

códigos de ética, estos deben ser comunicados masivamente. 

b) Fortalecimiento de la Educación Ciudadana: Crear contenido (infografías, videos cortos) 

que explique cómo el ciudadano puede denunciar actos de corrupción judicial de forma 

segura. 

 

Matriz de Recomendaciones según el Nivel de Impacto 

 

Recomendación Objetivo Impacto 

Cero Silencio 
Evitar que la especulación ocupe el 

lugar de la información.  
Alto 

Humanización 
Conectar con la indignación 

ciudadana en lugar de ignorarla. 
Medio-Alto 

Acción Real 
Demostrar que hay consecuencias 

legales para los infractores. 
Crítico 

Monitoreo Digital 
Escuchar lo que se dice en redes 

para ajustar los mensajes. 
Medio 

 

La recomendación final para el Poder Judicial en Guatemala es pasar de una comunicación 

defensiva a una proactiva. En lugar de esperar a que la prensa revele un escándalo, la institución 

debe fortalecer sus propios canales de denuncia y ser la primera en informar cuando se detecta una 

anomalía. La transparencia no es una amenaza para el debido proceso, sino el único antídoto contra 

la crisis de legitimidad. 
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